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RESUMEN 

A raíz de la promulgación de la Constitución de Montecristi, el Ecuador experimenta una 

transformación social en la que intenta inmiscuir a la ciudadanía en la toma de decisiones 

del órgano jurisdiccional cuando ésta considere que existe vulneración a los derechos 

fundamentales, como resultado a ello se logra incorporar la figura del amicus curiae, como 

voz de la sociedad. Por ese motivo, el presente trabajo de investigación tiene como objetivo 

determinar si se cumple con la finalidad dogmática de incentivar la participación ciudadana 

para contribuir con la formación del criterio del juez cuando dicte sentencia, resaltando el 

espíritu altruista y humano, propio de los amici. Para ello, la investigación contiene en 

principio un análisis de la naturaleza jurídica de los amici curiarum, posteriormente, se 

realiza una investigación del tratamiento del amicus en el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos finalizando con el análisis de casos prácticos ecuatorianos donde actúan 

los amici.   
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ABSTRACT  

As a result of the promulgation of the Constitution of Montecristi, Ecuador undergoes a 

social transformation that attempts to allow the citizens to interfere in the decisionmaking 

of the court when it considers that there is a violation of fundamental rights. Consequently, 

the legal feature, Amicus Curiae, is incorporated in the Constitution of Ecuador, and it is 

considered as the voice of the society.  For that reason, the present research attempts aims 

to determine if the dogmatic purpose of interfering with the public in the decision-making 

of the court is fulfilled, that is, to contribute to the formation of the criteria of the judge when 

issuing a sentence, highlighting the altruistic and human spirit, typical of the amicus curiae. 

With this purpose on mind, the research initially provides an analysis of the legal nature of 

the Amicus Curiae; subsequently, an investigation on the treatment of the Amici Curiarum 

in the Inter-American Human rights system is carried out, and finally, an analysis of 

practical Ecuadorian case studies where the amici is applied.  

Translated by  
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INTRODUCCIÓN 

 

En el moderno modelo de Estado denominado Constitucional de Derechos y Justicia, 

se ha buscado fortalecer los mecanismos de participación social para que sea efectivo el 

ejercicio del poder popular. Por ello, el ordenamiento jurídico ecuatoriano, no solo a través 

de su texto constitucional sino también legislativo, ha previsto varios mecanismos de 

participación social. Este objetivo de fortalecimiento de la participación ciudadana también 

ha encontrado espacio en la tarea de administración de justicia, es así que, se da la posibilidad 

de que una persona ajena al litigio, mediante escrito pueda presentar su opinión debidamente 

fundamentada para otorgar al juez constitucional mayor claridad al momento de emitir una 

resolución o sentencia, dicha figura se conoce como Amicus Curiae. 

Es por eso que, en el presente trabajo de investigación se empezará abordando las 

nociones generales, origen y, antecedentes históricos para llegar a una definición de lo que 

se conoce como amicus curiae, sus características, el rol y la utilidad del mismo. Además, 

en el segundo capítulo se hará un recuento del desarrollo de los amici en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos tanto en la Comisión como en la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, así como el papel que juega en el contexto andino, esto es, en países 

como Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador.  

Por último, se analizarán dos procesos constitucionales que hayan sido resueltos en 

el ordenamiento jurídico ecuatoriano en los cuales ha existido la presentación de amicus 

curiae tanto a favor como en contra de la pretensión, de ésta manera se pondrá en 

consideración la valoración del juzgador constitucional cuando va a dictar sentencia pero 

sobre todo se demostrará la necesidad de que la ciudadanía participe a través de esta 

herramienta en procesos judiciales con el afán de mejorar  el debate judicial, la 

argumentación jurídica de los jueces y, se logren sentencias justas, razonables y, 

jurídicamente sustentables.  
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1. CAPÍTULO: INSTITUCIÓN DEL AMICUS CURIAE: GENERALIDADES 

1.1 Antecedentes históricos del Amicus Curiae 

 

El origen de la institución del amicus curiae no está completamente clara pues, hay 

algunos autores que señalan que nace en el Derecho Romano, sin embargo, hay quienes 

afirman que la génesis del amicus se da en el Derecho Inglés. Para Radin, quien es partidario 

de que la figura jurídica nace en el Derecho Romano, toma como referencia al consilium, 

definiéndoles de la siguiente manera: 

Un grupo de expertos consejeros convocados para asistir a un magistrado, quien era 

regularmente laico (...) la calidad de miembros era totalmente no oficial al principio y su 

consejo no era vinculatorio (...) [Posteriormente] formaron parte del sistema judicial (...) 

como subordinados de los magistrados (Radin, 1928). 

De acuerdo al criterio de Umbricht, el nacimiento de la institución, es en la Antigua 

Roma, en donde los amici, llamaban la atención sobre precedentes o evidencia crucial 

obviada por la Corte, en un contexto donde el acceso a la información era escaso y las fuentes 

principales eran de carácter oral (Umbricht, 2001). 

Si bien es cierto, el primer criterio tomado por Radin hace alusión a una idea 

primitiva de que los amigos de la curia advertían e ilustraban a la corte, sin embargo se aleja 

de su esencia pues, la naturaleza de los amici curiarum no era la de asistir como tal a los 

magistrados ni tampoco, eran grupos de personas expertas, como el papel que cumplían los 

consejeros en el Derecho Romano sino que, la actuación de ellos a través del ius dicere del 

juez, estaba orientada a una conclusión justa de la controversia; tampoco no posicionaban 

como subordinados de la autoridad judicial, más bien revestían un carácter importante dentro 

del proceso judicial porque al ser personas ajenas al litigio aportaban con mayor claridad al 

argumento decisivo. Por eso, Umbricht al mencionar que el amicus pone en evidencia lo 

omitido por la Corte, resalta la importancia de la participación del amicus desde sus inicios. 

De igual manera, Adalberto López, quien también señala que la institución encuentra 

su origen en la tradición romana determina siete elementos en los cuales se podría llegar a 

entender la génesis de los amici, sin embargo, lo más cercano a la participación de la 

institución son los llamados jurisconsultos romanos, estos entendidos ya no como unos 

colaboradores y auxiliares del judex, si no como unos verdaderos inherentes en tanto la 

interpretación y aplicación del derecho, así como por ende en torno a la toma de decisión 
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judicial. (López A. , 2011). De lo dicho por López Carballo, la figura del amicus dista de lo 

que se conocía como los consilium pues en este caso, ellos ya no eran meros colaboradores 

o asistentes del judex, sino que, la sociedad empieza a tener injerencia en la toma de 

decisiones a través de los jurisconsultos.  

Por otro lado, hay autores que son partidarios que de que el nacimiento de la figura 

está en el Derecho Inglés, pues sostienen que ya no aparece como “el amigo del tribunal” 

que asistía al juez en la antigua Roma, sino más bien su imparcialidad queda en segundo 

plano para convertirse en un tercero interesado, es decir, que a través de su intervención 

apoyaban a una de las partes. Esta forma de participación es adoptada por la tradición 

anglosajona, pues era el equivalente a la actividad de los lobbies que en palabras de Cúeto 

Rúa: el mecanismo de promoción (lobbyng) disponible para su utilización en el tribunal 

(brief) es el alegato del amicus (Rúa, 1988). 

Por ello, Jorge Mena Vásquez cita a Salinas en su obra señalando que se utiliza: con 

un uso frecuente desde el siglo XVII, de donde gradualmente se consolidó en el derecho 

estadounidense, el primer caso lo encontramos en 1821 en los Estados Unidos (Salinas, 

2008). En ese sentido, la Corte Norteamérica crea la Rule 36 que regula la intervención de 

los amici e inclusive, el mismo autor señala que quienes son partidarios de que el amicus 

curiae nace en Roma, no tienen prueba alguna o referencia que señale que la génesis de la 

institución se da en aquella época (Ruiz, 2008). Se trata entonces de una contribución 

razonada por parte de una persona que, aunque ajena al proceso, tiene interés en la 

dilucidación del mismo, y que concurre alegando cuestiones que las partes no han articulado 

adecuadamente y gracias a su aparición en el país norteamericano se extendió a todos 

aquellos países de habla o influencia inglesa hasta encontrar su regulación en varios 

ordenamientos jurídicos como por ejemplo en: la regla 18 de la Suprema Corte de Justicia 

de Canadá; la orden IV, I, de las Reglas de la Suprema Corte de India; y, la regla 81 de la 

Suprema Corte de Nueva Zelanda (Umbricht, 2001).  

Asimismo, en el mismo orden, en Latinoamérica, llegan los amici como una figura 

jurídica innovadora, pero respondiendo a la relevancia que ha tenido en el ámbito 

internacional, sin embargo, al tener ordenamientos jurídicos, la mayoría de ellos copiados 

de modelos europeos, y, al haberse incorporado tiempo después, no se adapta a la realidad 

de cada país latinoamericano, lo que hace que no se tenga un desarrollo completo como en 

los demás sistemas legales. Si bien es cierto, en Ecuador y en los países andinos como 
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Bolivia, Perú y Colombia no se cuenta con una regulación en cuanto a su intervención como 

en los países de tradición anglosajona, no es menos cierto que, de igual manera buscan 

ampliar el debate judicial y coadyuvar con la administración de justicia pues al tener voz en 

procesos constitucionales se estarían entrometiendo en temas de su interés general. Es por 

ello que, con la debida divulgación de los amicus curiae como personas o grupos de personas 

que pueden involucrarse con su opinión en casos de vulneración de derechos, se estaría 

ayudando a un mejoramiento en la actividad jurisdiccional además de democratizar la 

participación social.   

Ahora bien, luego de hacer un acercamiento sobre el origen y evolución del amicus 

curiae, es importante mencionar que si bien, tiene sus primeras apariciones en el Derecho 

Romano, es en la Ley Común Inglesa donde se desarrolla como “amigo del tribunal” para 

luego incorporarse en Estados Unidos, donde ha tenido un papel fundamental en la 

resolución de casos e inclusive existe un mayor desarrollo de la figura, lo que pone en 

evidencia que la oportuna aplicación del amicus curiae en el Derecho Anglosajón impulsó 

para que en el Derecho Internacional e inclusive en Tribunales de Derechos Humanos sea 

incorporada la institución. Es por eso que, hoy en día, la figura de los amicus curiarum se ha 

incorporado paulatinamente en Sistemas Internacionales de Protección de Derechos 

Humanos, tanto en Comisiones como en la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos ya que es una herramienta útil para elevar el debate 

judicial cuando el Derecho de los Tratados, la Costumbre Internacional o el Derecho como 

tal, resultan insuficientes.  

1.1.1 Nociones generales del Amicus Curiae 

 

En un Estado democrático, donde el poder de administrar justicia emana del pueblo, el 

principal objetivo es incentivar la participación ciudadana en la toma de decisiones del poder 

público. Por ese motivo, es deber del Estado construir las vías necesarias para que exista un 

diálogo entre la sociedad y el Estado, con la finalidad de que los grupos sociales sean 

escuchados y de esta manera se dé un verdadero empoderamiento de la ciudadanía por la 

administración de justicia constitucional, otorgándoles un rol soberano y de fiscalizadores 

del poder popular. En ese sentido, al encontrarnos en constante evolución en cuanto a la 

defensa de derechos se trata, existen cuestiones que escapan de la esfera de protección del 
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Derecho Constitucional por lo que, la participación social es una alternativa para legitimar 

el proceso judicial y garantizar la democracia. 

La figura del amicus curiae nace como una forma de participación social, como una 

herramienta útil que ayuda a acercar a la ciudadanía con la administración de justicia. Para 

Víctor Bazán la necesidad de enriquecer y democratizar el debate judicial es a través de ellos 

pues, se otorga un derecho más para lograr que los foros públicos de decisión sean más 

democráticos y transparentes, con lo que se logra desarrollar mayor justicia procedimental 

(Bazán V. , 2004). 

Es decir, con la injerencia de los amici, el poder judicial se pluraliza ya que se abre un 

debate interno con nuevas ideas y criterios y se pone en evidencia los diferentes modos de 

concebir al Derecho.  De esa forma, en una sociedad que posiblemente desconfíe de las 

decisiones del máximo órgano que imparte justicia, al participar directamente en la toma de 

decisiones, se estaría inclusive transparentado el proceso judicial pues el juzgador ya no sería 

“boca de ley” sino un magistrado que adapta las normas constitucionales a la realidad de 

cada caso en concreto para lograr sentencias más justas y sostenibles.  

De lo dicho anteriormente, esta institución jurídica es una valiosa herramienta en una 

sociedad democrática; en Ecuador y en el marco andino su desarrollo dependerá de las 

expectativas de cada país, sin embargo, es importante mencionar que a pesar de ser 

considerada como un gran aporte en el debate judicial, el papel que cumpla y su influencia 

como amigo del tribunal supone una facultad discrecional del juzgador, pues en palabras de 

Nino: la figura presenta una destacada raíz democrática y su intervención entraña una 

herramienta para hacer más laxos los criterios de participación en el proceso judicial en el 

marco del activismo judicial (Nino, 1992). 

1.2 Definición del Amicus Curiae 

 

Amicus curiae es una expresión escrita en latín, cuyo significado literal se traduce en 

amigo de la corte o amigo del tribunal. Han sido varias las definiciones que se han hecho de 

la figura hasta llegar a conceptualizarla como en hoy en día se la conoce.  

Intervenir en un proceso sin ser parte procesal, con el único objetivo de aportar un criterio 

jurídico a favor de la Justicia: esta es, con bastante simpleza, la naturaleza del amigo del 

tribunal, que es la traducción que mejor responde al vocablo en latín “amicus curiae” 

(Baquerizo, 2006). 
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De lo dicho por el autor se desprende el verdadero significado de la figura pues, es 

aquella persona o grupo de personas que sin tener interés alguno en el conflicto, intervienen 

con su opinión fundamentada en favor de la administración de justicia; dicha intervención 

puede resultar de gran ayuda al momento de decidir por parte del juez o tribunal debido a 

que su alegato demuestra nuevas perspectivas sobre las cuales versa el conflicto a través de 

su alegato, desde lo público hacia otros aspectos de la causa. En este sentido, Felipe Bauer 

sostiene: 

Permite que terceros, ajenos a una determinada demanda en concreto, puedan 

intervenir en ella cuando cuestiones de relevancia social estén siendo discutidas, 

siempre mirando ampliar el debate en torno a dichas materias y contribuir con nuevos 

elementos que puedan escapar al conocimiento de las partes y de los magistrados 

(Bauer, 2016). 

En lo que refiere a contribuir con nuevos elementos a través de su opinión, debe ser 

tomada como una intervención libre, legal, aunque no necesariamente jurídica pues, al ser 

temas de sensibilidad social puede ser que no sean netamente jurídicos, pero sí legales y 

directamente vinculados con el objeto que está siendo debatido. En este punto, es importante 

mencionar que, la admisibilidad del alegato queda a total discrecionalidad del juzgador pues 

no existe norma expresa que establezca los requisitos que debe contener el escrito para ser 

admitido o desechado y, en caso de ser rechazado no obliga al juez o tribunal a motivar su 

decisión. 

De los conceptos anteriormente descritos, Manuel González afirma se puede concebir al 

amicus curiae desde dos puntos de vista, de manera subjetiva, como sujeto procesal, esto es, 

como una persona o colectivo; y desde un punto de vista objetivo como la presentación 

formal a través de un escrito sobre el tema que está en disputa (González, 2021). No obstante, 

es menester acotar que la presentación del alegato del amicus es la materialización de la 

condición que ostenta como amigo del tribunal más no un concepto como tal. Por ello, Víctor 

Trionfetti sostiene: Su condición de amigo del tribunal se materializa a través de una 

actividad de alegación sobre el tema que constituye el objeto de una decisión judicial, tarea 

que realiza como persona ajena a la relación jurídico-procesal (Trionfetti, 2003). 

Sin embargo, el concepto que mejor se adapta a lo que hoy en día es la figura procesal 

del amicus curiae es aquella que explica: Un amicus consiste en un alegato en derecho de 

quien no tiene interés procesal en un caso determinado, pero cuyo interés social guarda 



7 
 

relación con su actividad de defensa y promoción de derechos o sus fines altruistas o 

humanistas (Ávila, Amigos de la interculturalidad, 2014). Desde luego, presentar un amicus 

curiae sin ser parte procesal sino intervenir plenamente en favor de la justicia es resaltar el 

carácter altruista y de buena fe que ostentan los amici, además de ayudar a ampliar la 

argumentación jurídica y elevar el debate judicial. Finalmente, al intervenir como amigos de 

la corte rompen el paradigma de la esfera privada pues no es necesario ser parte procesal 

para defender un derecho aparentemente vulnerado sino esta herramienta garantiza la 

efectiva protección de los derechos fundamentales. 

1.2.1. Características del Amicus Curiae  

Para poder caracterizar a los amici curiarum se debe partir del acertado comentario 

de Víctor Bazán que afirma lo siguiente: 

El amicus curiae no reviste carácter de parte, ni mediatizan, desplazan o reemplazan 

a estas. Su intervención no debe confundirse con la de un perito o de un consultor 

técnico. Su actividad se ciñe a expresar una opinión fundada en defensa de un interés 

público o de una cuestión institucional relevante, por lo que, precisamente, debe 

ostentar un afán justificado en la decisión que pondrá fin al pleito en el que se 

presenta, debiendo aquel exceder el de los directamente afectados por la resolución 

concreta. Su comparendo no vincula al tribunal actuante ni genera costas u honorarios 

(Bazán V. , 2014). 

Para empezar, puede ser una persona, grupo de personas o colectivos, es decir, una 

persona natural o jurídica pudiendo inclusive, dentro de las personas jurídicas ser públicas o 

privadas. Sin embargo, la participación de cualquier persona resulta un tanto utópica, pues 

serán solamente aquellas personas que tengan cierto interés, conocimiento o experticia en el 

tema que está siendo debatido debido a que si el objetivo de su intervención es colaborar con 

la administración de justicia y aportar nuevas perspectivas en el debate judicial, lo que menos 

se requiere son amici que entorpezcan y dilaten el proceso, por eso se recalca su colaboración 

de bona fide (buena fe), con fines más humanos.  

En cuanto refiere a ser considerado como un tercero en el litigio, reviste un carácter 

no procesal, por lo tanto, no reemplaza a ninguno, pero si tiene cierto interés en la causa, 

aunque por ello, no debe ser considerado como un tercero coadyuvante o perito ya que su 

opinión en ningún momento es vinculante con la decisión del magistrado. Es oportuno en 

este punto aclarar que no juega un papel de perito ni tercería debido a que Loux, manifiesta 
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que el amici era utilizado en Estados Unidos de América para describir lo que en el Reino 

Unido se conoce como la intervención de terceros, e incluso en este país, al inicio era una 

figura asimilable a la de un perito actual (Loux, 2000). En este caso, se supera la tesis de que 

el amicus curiae, como figura procesal, en un inicio fue asimilada a la función que cumple 

un perito o una tercería, pues actualmente se presentan ante los juzgadores sin necesidad de 

ser llamados, ya que es su voluntariedad la que le diferencia de un peritaje, además de que 

tampoco persigue un fin probatorio.  

  En tanto al alegato que presenta, no existe normativa alguna que regule los 

parámetros que debe contener en su presentación, sin embargo, esto no quiere decir que su 

colaboración no sea objetiva sino al contrario, debe ser motivada y encontrarse debidamente 

argumentada. Daniel Ustárroz señala: 

Representatividad adecuada y su idoneidad constituyen un requisito para admitir la 

intervención del amicus curiae y que es necesario identificar al mejor portavoz de la 

sociedad cuya solvencia estará sustentada en el prestigio que haya logrado por el 

trabajo que realiza y, por otro, se debe evaluar la pertinencia temática que debe haber 

entre la materia discutida y los fines institucionales de la persona que interviene como 

amicus curiae (Ustárroz, 2009). 

Con esto, se pone sobre la mesa el efecto no vinculante del alegato pues la 

admisibilidad del escrito es discrecional debido a que el juzgador de no encontrarlo como 

medio idóneo y útil para la causa puede desechar el alegato y como dice Jorge Baquerizo: 

las cortes dan la bienvenida al informe racional de una persona o de un grupo informado, 

pero pueden rechazar un escrito chillón o exagerado que genere más calor que luz 

(Baquerizo, 2006). 

Además, otra de las características del amicus curiae, es la imparcialidad con la que 

interviene pues recordemos que inicialmente aparece como un actor neutral que concurría 

voluntariamente en defensa de una causa social relevante sin embargo, parecería ser que hoy 

en día esa imparcialidad ha mutado hasta convertirse en un tercero comprometido con una 

de las partes, es por eso que Samuel Krislov menciona: es un interviniente interesado y 

comprometido, que argumenta jurídicamente para obtener pronunciamiento favorable a la 

posición que auspicia (Krislov, 1963).  De esto, actualmente se exige que, con la 

participación de los amici, se tenga una contribución inteligente sobre la problemática, así 
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defienda la idea de una de las partes, esto es, al actor o al demandado, pero siempre que 

mantenga la idea de una búsqueda de justicia. 

En resumen, los autores citados para caracterizar a la figura procesal del amicus 

curiae coincidentes con las siguientes descripciones: 1) es una persona natural o jurídica, de 

derecho público o privado; 2) no reviste la calidad de parte; 3) no se debe confundir con la 

función de un perito o tercería coadyuvante; 4) opinión motivada en defensa de un derecho 

posiblemente afectado; 5) no es obligatorio que su intervención sea tomada en cuenta por 

los juzgadores; 6) no percibe honorarios ya que no es una persona contratada por una de las 

partes; 7) neutralidad en su intervención; 8) conocimiento profundo sobre el tema que está 

siendo debatido; 9) ayuda a la administración de justicia para obtener sentencias razonadas; 

10) no atenta contra la independencia judicial pues incentiva la participación ciudadana. 

1.3 Utilidad del Amicus Curiae 

 

El amicus curiae cumple con cinco roles fundamentales con su presentación: i) como 

argumento que complementa y amplía el debate judicial; ii) como instrumento que 

democratiza la participación ciudadana; iii) como portador de voz de aquellas personas que 

no son parte procesal; iv) como opiniones expertas que se necesitan en la controversia; y v) 

como aportación de solución en casos complejos.   

1.3.1 Como argumento que complementa y amplía el debate judicial 

 

Respecto a esta función que desempeña, la intervención del amigo del tribunal es una 

herramienta indispensable para ampliar y complementar los argumentos fácticos y de 

derecho que proporcionan mayor claridad al juez al momento de decidir, esto es asimilable 

al papel que cumple el testigo en la prueba testimonial. Guillermo Borda comenta al 

respecto:  

Hemos de subrayar la trascendente labor de ponderación que —al dirimir los 

conflictos judiciales— en múltiples ocasiones lleva adelante la magistratura, técnica 

para cuyo eficaz y valioso desenvolvimiento podría prestar colaboración el amicus 

curiae en orden a fortalecer el debate judicial y contribuir a la elaboración de 

sentencias que, abasteciendo la exigencia de razonabilidad, generen, 

correlativamente, algún grado de consenso en la comunidad (Guillermo Borda, 

2004). 
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 Inclusive, en casos donde a criterio del amicus, las partes no estén dando su mayor 

esfuerzo en su defensa judicial o cuando no se han invocado correctamente los precedentes 

del caso, la presentación del amicus puede ser una alternativa en el debate enriqueciéndolo 

cualitativamente. Con la intervención que hagan los amici curiarum, se demuestra su 

potencialidad pues constituirían verdaderos aportes procesales que garantizan el debido 

proceso con nuevos enfoques jurídicos.  

1.3.2 Como instrumento que democratiza la participación ciudadana 

 

Para entenderle a los amici como herramienta que democratiza la participación 

ciudadana se debe partir de que el poder de administrar justicia emana del pueblo, por eso 

se han realizado todos los esfuerzos posibles para acerca a la ciudadanía con el órgano 

jurisdiccional entonces el amicus cumple un papel de intercomunicador pues con la 

participación de dicha figura se refuerza el aspecto participativo de la ciudadanía. En este 

sentido Alicia Ziccardi sostiene: 

La participación ciudadana es un componente fundamental de la gobernabilidad 

democrática puesto que, a diferencia de otras formas de participación–social, política 

y comunitaria, a las cuales no reemplaza–, se refiere específicamente a la forma como 

los intereses particulares de los ciudadanos se incluyen en los procesos decisorios 

(Ziccardi, 2000). 

Esto es debido a que las funciones del juzgador constitucional trascienden del interés 

de las partes en conflicto para lograr un mayor acceso a la justicia y promueve una mejor y 

más amplia participación social en la defensa de los derechos fundamentales y las 

controversias políticas, por ello el amicus curiae reviste este carácter de “amigo del tribunal” 

para abrir canales que fortalezcan la representación de la ciudadanía en casos de interés 

público cuando estén siendo debatidos; esto resaltaría el verdadero sentido de la democracia 

en un estado constitucional de derechos.  

1.3.3 Como portador de voz de aquellas personas que no son parte procesal  

 

También puede ser utilizado para dar a conocer al juzgador sobre la amplitud de 

implicaciones legales, sociales y económicas que derivarán de determinado punto de la 

resolución, o bien sobre las consecuencias que la misma resolución podría acarrear para un 

determinado grupo que no comparece ante el juzgador. Esta es un rol importante, ya que es 
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la de voz a aquellas personas que no son partes, pero podrían ser afectadas por la resolución. 

Generalmente, este tipo de escritos provee información que no consta en el proceso, sobre 

todo en la forma de información especializada, para reforzar posturas. 

1.3.4 Como opiniones expertas que se necesitan en la controversia 

 

Puede proporcionar información que permita al juzgador basar su decisión en un 

marco normativo más amplio, comprensible y preciso. Una forma de hacer esto es usar el 

escrito para informar al juzgador de otros litigios pendientes que serán influenciados por el 

resultado del asunto que él resuelve, e informarlo de las diferencias entre estos litigios, lo 

que puede requerir el refinamiento del análisis jurídico. Este estilo de escrito también sirve 

para instar a la Corte a regular sus decisiones y proporcionar un análisis jurídico 

demostrando por qué se tomaría una mala decisión, y por consecuencia sería un mal 

precedente para futuros casos en situación similar. En segundo lugar, este tipo de escrito 

puede ofrecer una colección de referencias que merezcan una compilación judicial. 

1.3.5 Como aportación de soluciones en casos complejos 

 

Finalmente, Ronald Dworkin, señala que los amicus curiae podrían resultar útiles 

recursos para operar en los casos difíciles, esto es, aquellos litigios que no se pueden 

subsumir claramente en una norma jurídica, sea porque confluyan varias normas que hayan 

determinado sentencias disímiles o sea porque no exista una norma aplicable con exactitud 

(Dworkin, 1999). Por eso, a través de la participación de los amici, se podría colaborar a 

esclarecer un caso complejo cuando ante el juzgador no se hayan puesto sobre la mesa todos 

los elementos del juicio y el juez constitucional se vea en problemas al momento de decidir. 

En conclusión, los amici intervienen en el proceso para expresar su punto de vista sobre el 

tema controvertido favoreciendo al juzgador con sus importantes aportes sobre el tema, 

cuando exista una presunta vulneración de derechos. 
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2  CAPÍTULO:  EL AMICUS CURIAE EN EL DERECHO COMPARADO Y 

EN EL SISTEMA JURÍDICO ECUATORIANO 

 

2.1. Amicus Curiae en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Humanos: Corte Interamericana de Derechos Humanos 

 

Dentro del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, el amicus 

curiae ha tenido un gran desarrollo, sobre todo en la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ya que al ser un organismo de protección  y defensa de los derechos, la 

intervención de ellos tiene un importante valor para el fortalecimiento del Sistema 

Interamericano de Protección de Derechos Humanos, pues a través de sus reflexiones 

aportadas por miembros de la sociedad, contribuyen a fortalecer los elementos de juicio y de 

cierto modo colaboran con la elaboración de sentencias más justas y razonables. 

En este capítulo también se realizará un análisis del control de convencionalidad 

entendido como un instrumento jurisprudencial que la Corte IDH ha construido para 

garantizar por parte de los Estados miembros de la Convención Americana de Derechos 

Humanos el efectivo cumplimiento de los derechos y libertades contenidas en la Convención 

debido a que los jueces y tribunales internos conscientes de que se encuentran supeditados 

al imperio de la Ley están obligados a cumplir con las disposiciones vigentes en cada 

ordenamiento jurídico.  

Por ese motivo, en este acápite se analizará el tratamiento de los amici en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos (en adelante SIDH), esto es, tanto en la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH) como la importancia de su 

intervención en los procesos que se ventilan ante la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante Corte IDH). 

Para lograr un mayor entendimiento, se define al Sistema Interamericano de 

Derechos como el conjunto de normas sustantivas y procesales, organismos y mecanismos 

de denuncia que, en el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA), cumplen 

la función de promover y proteger los derechos humanos universales en América (CIDH, 

todas las personas, 2015).A su vez, el SIDH está compuesto por dos órganos: la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH o Comisión) y, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, órganos que garantizan la defensa de derechos y 
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libertades de las personas. A continuación, se conceptualizará brevemente la CIDH y la 

Corte IDH para analizar de manera específica como es el tratamiento del amicus curiae en 

la Corte pues este órgano al emitir sentencias crea jurisprudencia y con el aporte de los amici 

se otorga a los magistrados nuevos elementos de juicio, más actualizados en materia de 

derechos humanos, respecto a la interpretación y aplicación de los tratados internacionales. 

2.1.1 Comisión interamericana de Derechos Humanos 

 

El artículo primero del Estatuto de la Comisión IDH, define: un órgano autónomo de 

la Organización de Estados Americanos que tiene las funciones principales de promover la 

observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la 

Organización en esta materia. (General, 1979). La sede de la Comisión se encuentra en 

Washington D.C. En cuanto a su composición y estructura está conformada por siete 

miembros, elegidos por la Asamblea General de la Organización, con duración en sus 

funciones de 4 años, pudiendo ser reelegidos por una sola vez. Lo que respecta a su 

celebración, se realizan al menos dos periodos ordinarios al año, sin perjuicio de las sesiones 

extraordinarias que pueden celebrarse cuando se considere necesario (General, 1979). 

 Sin embargo, la Comisión no es un órgano de administración de justicia propiamente 

dicho como ocurre con la Corte IDH, es decir, es un órgano no jurisdiccional por lo tanto, 

sus funciones van encaminadas a exhortar a los países miembros de la OEA el respeto por 

los derechos humanos y a conocer las denuncias cuando crea que ha existo violación a los 

derechos fundamentales, para conseguir ello puede crear relatorías, grupos de trabajo o 

comités para el mejor cumplimiento de sus funciones (OEA, 2021). No obstante, la 

Comisión no es un órgano jurisdiccional más bien es un órgano informativo o consultivo, en 

el que cualquier persona, grupo de personas o inclusive ONG ´s pueden enviar peticiones o 

denuncias a la Comisión y esta enviar las recomendaciones del caso.  

Respecto al papel que cumplen los amici en la Comisión, es importante mencionar 

que no existe ni en el Reglamento ni en el Estatuto de la CIDH regulación alguna para que 

el amicus curiae intervenga, sin embargo, en la práctica han sido varios juristas que se basan 

en el artículo 44 de la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos (Pacto San José) 

para referirse a los amici, por eso sobre este punto es menester citar al artículo que reza lo 

siguiente: 
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Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 

reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización puede presentar a la 

Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta 

Convención por un Estado parte (General, 1979). 

A mi criterio, el artículo no se refiere como tal a la intervención de los amici, sino 

parecería ser que hace alusión a la acción popular porque el amicus no tiene como función 

intervenir para presentar quejas o denuncias sino su razón de ser radica en expresar su 

opinión sobre algún aspecto ya sea de hecho o de derecho ante el Tribunal y no desencadena 

en ningún momento un proceso; esto es, una vez iniciado el litigio los amici intervienen y es 

lógico pues deben conocer con anterioridad de los hechos sobre los cuales colaborarán a 

resolver. Diferente a lo que ocurre con la acción popular, como enseña German Bidart: la 

acción popular puede ser interpuesta por cualquiera del pueblo, o sea, sin necesidad de que 

el actor alegue a su favor un derecho o interés propios que considere lesionados. Es un 

ejemplo generoso de legitimación procesal activa (Bidart, 2004), concepto que se adapta de 

mejor manera al Artículo 44 de la Comisión. Es por eso que, si bien el amicus curiae posee 

un carácter popular porque puede intervenir cualquier persona o grupo de personas, inclusive 

organizaciones en calidad de amigos de la corte, no es una acción, ni se vincula a los amici 

al proceso como ocurre con la acción popular.  

Sin embargo, la CIDH en pocas ocasiones ha recibido escritos de esa naturaleza y, 

desde el año 2000 han sido escasos los amici curiarum que han comparecido, pero a manera 

de ejemplo, un caso paradigmático fue el de las Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat  

(Nuestra Tierra) vs. Estado de la República Argentina, donde el Centro de Derechos 

Humanos (CEDHA) y el CIEL también presentaron sus escritos en calidad de amici con el 

objetivo de que se dicten medidas precautorias tendientes a proteger a la comunidad aborigen 

(CASO COMUNIDADES INDÍGENAS MIEMBROS DE LA ASOCIACIÓN LHAKA, 

2020). Consecuencia de ello, se puede llegar a la conclusión de que el amicus curiae no tiene 

mayor participación en la Comisión, primero, porque al ser un órgano que emite informes o 

recomendaciones a los Estados miembros, no se adapta a la naturaleza de los amici con la 

exigencia de que estos comparezcan para presentar quejas o denuncias, y en segundo lugar, 

porque no existe normativa de la CIDH que permita el entrometimiento del amicus por lo 

tanto, es discrecionalidad de la Comisión la aceptación de ésta figura procesal. 
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2.1.2 Corte Interamericana de Derechos Humanos 

 

La Corte IDH fue creada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(en adelante CADH), quedando instalada su sede en San José de Costa Rica, el 3 de 

septiembre de 1979. Es una institución jurisdiccional autónoma, cuyo objetivo es la 

interpretación y aplicación de la CADH. Dentro de las facultades previstas en la Convención, 

están la de otorgar competencias a la Corte, pudiendo ser tanto contenciosa como consultiva, 

en las cuales los amici han tenido participación activa. La función contenciosa, también 

llamada jurisdiccional se encuentra descrita en los artículos 61, 62 y 63 de la Convención, 

mientras que la función consultiva, consta en el artículo 64 del mismo cuerpo normativo. En 

cuanto a su integración, se conforma por siete jueces nacionales pertenecientes a los Estados 

miembros de la Organización de Estados Americanos (en adelante OEA), quienes son 

elegidos a título personal por juristas reconocidos en competencia de derechos humanos, sin 

que pueda existir más de un juez de la misma nacionalidad, sabiendo que pueden ser elegidos 

por un periodo de seis años y relectos una sola vez; además de tener un Presidente y 

Vicepresidente por un periodo de dos años con reelección (OEA, 1967). 

A diferencia de lo que ocurre con la comisión, en donde no existe mayor intervención 

de los amici curiarum por no contar con la normativa respectiva para su participación y por 

no adaptarse a la naturaleza intrínseca del amicus, la Corte en cambio, recibió su primera 

presentación en calidad de amigo del tribunal desde el año 1982, y a partir de esa fecha ha 

recibido un sinnúmero de alegatos sin que hasta el momento se conozca de algún alegato 

que haya sido rechazado, tanto en su función contenciosa, como consultiva.  Así, a manera 

de ejemplo de casos que han sido llevados a la Corte IDH, está el caso Teodoro Cabrera 

García y Rodolfo Montiel Flores vs. México, en el año 2000, en el que los Señores Cabrera 

García y Rodolfo Montiel fueron detenidos el 02 de mayo de 1999 por miembros del Ejército 

mexicano en el marco de un operativo de lucha contra el narcotráfico, siendo sometidos a 

tratos crueles, inhumanos y degradantes; sin siquiera haber sido remitidos para el control de 

detención ante un juez. En este caso, se presentaron doce amicus curiae, entre ellos el de la 

Clínica de Derechos Humanos del Programa de Derechos Humanos de la Escuela de 

Derecho de la Universidad de Harvard, la Clínica de Derechos Humanos de la Universidad 

de Texas, las de diversos profesores de institutos y defensores de Derechos Humanos 

(Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores vs. México, en el año 2000, 2010). 
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Otro caso paradigmático fue el amicus curiae presentado por el Grupo Internacional 

de Derechos Humanos y el Centro de Derecho Ambiental Internacional ante la Corte IDH, 

del caso de la comunidad Awá Tingni Mayagna (Sumu) en contra de la República de 

Nicaragua, en donde, por primera vez, a partir del derecho de propiedad privada garantizado 

por la Convención Americana, se hace extensivo la protección al derecho de propiedad 

comunitaria y de posesión ancestral de los pueblos indígenas, cuyo concepto parte de la 

autonomía y concepción holística de territorio, toda vez que el principio de los Derechos 

Humanos a más de ser exigibles son progresivos y expansivos, pero nunca regresivos  

(Pazmiño, 2014). 

En el plano normativo se define al amicus curiae en el artículo 2, numeral 3 del 

Reglamento de la Corte IDH de la siguiente manera: 

La expresión “amicus curiae” significa la persona o institución ajena al litigio y al 

proceso que presenta a la Corte razonamientos en torno a los hechos contenidos en 

el sometimiento del caso o formula consideraciones jurídicas sobre la materia del 

proceso, a través de un documento o de un alegato en audiencia (REGLAMENTO 

DE LA CORTE INTERMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 2009). 

 

Además, en el artículo 44, numerales 1, 2, 3, 4, se justifica la aplicación de los amigos 

del tribunal donde se indica como debe ser su presentación, pues debe hacerlo ante el 

Tribunal con los anexos respectivos, en el idioma del caso que conoció y con el nombre de 

los autores más su firma. Incluso, en caso de que se haga vía electrónica y no se hayan 

adjuntado los documentos respectivos o faltase la firma de algún amicus podrá hacerlo hasta 

un plazo máximo de 7 días desde que presentó el escrito bajo la condición de que si no lo 

hace se archiva el escrito sin más tramitación. No obstante, en los casos donde exista litigio 

también pueden presentarse los escritos como amicus curiae en cualquier momento del 

proceso, pero siempre que sean dentro de los 15 días posteriores a la celebración de la 

audiencia pública; y, en los casos en donde no hay audiencia deberán remitirse los escritos 

dentro de los 15 días posteriores a la resolución, plazo previsto para la remisión de alegatos. 

El escrito del amicus curiae, junto con sus anexos, se pondrá de inmediato en conocimiento 

de las partes para su información, previa consulta con la Presidencia. También se puede 

receptar los escritos de los amici en aquellos procedimientos de supervisión de cumplimiento 

de sentencias y de medidas provisionales (REGLAMENTO DE LA CORTE 

INTERMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 2009). 
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En lo que refiere a los asuntos que van a ser de conocimiento del amicus curiae, la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos destacó que:  

Los asuntos que son de su conocimiento poseen una trascendencia o interés general 

que justifica la mayor deliberación posible de argumentos públicamente ponderados, 

razón por la cual los amici curiae tienen un importante valor para el fortalecimiento 

del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a través de reflexiones aportadas 

por miembros de la sociedad, que contribuyen al debate y amplían los elementos de 

juicio con que cuenta la Corte (Caso Kimel vs. Argentina, 2008). 

No obstante, en el ámbito del Sistema Universal de Protección de Derechos 

Humanos, también ha tenido intervención los amici curiarum, así por ejemplo la 

Observación General Nº 2, del 15 de noviembre del 2002, emitida por el Comité de los 

Derechos del Niño de las Naciones Unidas, establece que las instituciones nacionales de 

derechos humanos deberán: facilitar a los tribunales sus conocimientos especializados sobre 

los derechos del niño, en los casos adecuados en calidad de amicus curiae o parte 

interviniente (Convención sobre los Derechos del Niño, 2002).   

De esta manera, se destaca el valor que aporta los amici como medio de 

fortalecimiento del Sistema de Protección de los Derechos Humanos, a través de reflexiones 

aportadas por miembros de la sociedad que contribuyen al debate y amplían los elementos 

de juicio con que cuenta la Corte. Esto es, si el amicus curiae es un mecanismo debidamente 

explorado en el ámbito de los Derechos Humanos, no solo se estaría ampliando la discusión 

en el campo internacional, sino que, además, al ser argumentos que van a ser públicamente 

analizados, aportan a la defensa de los derechos humanos contribuyendo a la obtención de 

sentencias más razonables y llegando si bien no a la unanimidad de criterios en la sociedad, 

si a un acuerdo entre los Estados.  

2.1.3 Control de convencionalidad 

 

La íntima relación que existe entre los jueces nacionales con los tribunales 

internacionales en materia de derechos humanos tiene una dinámica compleja, precisamente 

por el control de convencionalidad concebido como: 

El instrumento de origen jurisprudencial que la Corte IDH se ha ocupado de 

construir, con el objeto de edificarlo como una herramienta para garantizar por parte 

de los Estados miembros de la CADH el efectivo cumplimiento de las obligaciones 
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de respeto, garantía y adecuación de los derechos y libertades contenidas en la citada 

Convención (Aguirre, 2016). 

La Corte al ser un órgano independiente y gozar de su propia autonomía en cuanto 

refiere a la redacción de su estatuto y reglamento puede dotarse de cualquier medio procesal 

que crea conveniente para cumplir con sus fines, y en un contexto de tal magnitud, los amici 

pueden cumplir un papel importante y significativo porque al existir contacto entre el 

derecho internacional de los derechos humanos y el derecho interno de cada Estado, se busca 

evitar que los Estados incurran en responsabilidad internacional. Por ello, se debe señalar 

que la Corte IDH ha emitido una sentencia en la cual se deja un mensaje claro a los jueces 

internos de los Estados parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Es el 

caso denominado “Almonacid Arellano”, donde dice: 

La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 

de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 

ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 

como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, 

también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 

disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de leyes 

contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En 

otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de ‘control de 

convencionalidad’ entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos 

concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el 

Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 

interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de 

la Convención Americana (Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 2006). 

A partir de este precedente jurisprudencial, la Corte IDH construye las primeras 

nociones alrededor del control de convencionalidad de las cuales se puede concluir 

en las siguientes: 

a) Los jueces deben ejercer una especie de control de convencionalidad comparando 

la norma interna con la norma internacional. Esto debido a que los jueces 

nacionales están sometidos al imperio tanto de las normas nacionales como 

aquellas contenidas en los instrumentos internacionales que hayan sido 

ratificados por el Estado. 
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b) Una vez que se realice el control de convencionalidad, se debe tener en cuenta la 

normativa internacional que es aplicable al caso en concreto, así como la 

interpretación que la Corte IDH haya realizado a ésta. 

c) No se debe olvidar que la aplicación por parte de los jueces nacionales de normas 

violatorias de la CADH, produce responsabilidad internacional. 

d) El control de convencionalidad tiene como fundamento, las obligaciones 

contendidas en los artículos 1.1 y 2 de la CADH, como consecuencia de la 

interpretación de la Corte IDH. 

En ese contexto, el control de convencionalidad para Víctor Bazán trae a debate lo 

siguiente: las posibilidades de éxito de la tesis del control de convencionalidad, están 

cifradas en el grado de receptividad de la misma en los derechos internos, la labor de los 

respectivos operadores jurídicos involucrados y la voluntad política de los Estados (Bazán 

V. , 2011), por ello resulta claro que, la Corte IDH a partir de esa sentencia se ha dedicado a 

desarrollar en su jurisprudencia, el mecanismo jurisdiccional del control de 

convencionalidad, pues sin duda asumen un compromiso los Estados miembros de la CADH 

y de todas la autoridades públicas, esto para hacer efectivo la aplicación de dicho control y 

en consecuencia el corpus iuris interamericano.  

 De esa forma, la importancia del control de convencionalidad se debe ver traducido 

en la labor de difusión que tiene la Corte IDH, ya que: El Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos precisa de una interconexión con el Derecho Constitucional Nacional 

y/o Derecho Constitucional Internacional, lo cual implica necesariamente, un capacitación y 

actualización permanente de los jueces nacionales sobre la dinámica de la jurisprudencia 

convencional (Cabrera García y Montiel Flores vs México, 2010). 

 Finalmente, se concluye que es necesario el diálogo jurisprudencial que incide en la 

debida articulación y estándares en materia de protección de Derechos Humanos por parte 

de los países signatarios de la jurisdicción contenciosa de la Corte IDH, sin olvidar también 

el respeto que debe existir a las opiniones consultivas que asimismo son de carácter 

vinculante, por lo tanto, de cumplimiento obligatorio.  
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2.2 Regulación del amicus curiae en el derecho comparados: Países Andinos 

 

En las páginas posteriores se tratará el marco de regulación de la figura del amicus 

curiae en los países de Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador pertenecientes a la Comunidad 

Andina (en adelante CAN), países que mantienen su propio modelo de Estado, con una carta 

política que se adapta a las necesidades de cada pueblo pero que, al pertenecer a la misma 

comunidad, buscan un desarrollo más equilibrado y autónomo con objetivos y metas 

comunes.  

Como se demostrará, el amicus curiae en cada país miembro de la CAN, es concebido 

de manera diferente, ya sea como comparecencia de terceros como es el caso de Ecuador, 

como la figura del invitado en el caso colombiano o amicus curiae no reconocido como en 

los demás Estados pero, teniendo como resultado final la colaboración con la administración 

de justicia, aportando nuevos elementos al debate judicial sin ser parte procesal, 

destacándose por lo tanto como una herramienta útil en un modelo de Estado democrático. 

El análisis se realizará mediante un enfoque pragmático, axiológico y contextual, es decir, 

se analizará el precepto, modelo constitucional y jurisprudencia de cada país de la 

Comunidad Andina.  

2.2.1 Amicus curiae en Colombia 

 

El artículo primero de la Constitución de Colombia define el modelo de Estado 

colombiano de la siguiente manera: 

Colombia es un Estado social de derecho organizado en forma de república unitaria, 

semi centralizada, que toma en cuenta de igual manera la autonomía de sus entidades 

territoriales, democrática, participativa y pluralista. Se funda en el respeto de los 

derechos humanos y de la naturaleza, en el trabajo y la solidaridad de las personas 

que la integran y en la prevalencia del interés general y la soberanía del pueblo de 

forma directa o por medio de sus representantes (Asamblea Nacional Constituyente, 

1991).  

Es decir, Colombia como Estado Social de Derecho, posee principios propios 

de la democracia participativa con bases en la Constitución del año 1991. Con esto, 

se pone sobre la mesa una serie de herramientas que garantizan la participación de 

los ciudadanos en la toma de decisiones del órgano judicial, con el objetivo de que 
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los ciudadanos ejerzan vigilancia y control sobre las acciones de quienes tienen la 

decisión en sus manos. 

Colombia fue el primer país base para ilustrar la recepción latinoamericana 

de la figura del amicus curiae como herramienta de participación ciudadana, sin 

embargo, no está definido como tal en ningún cuerpo normativo del ordenamiento 

jurídico colombiano, pero, aparece con el nombre del “invitado” en varias ocasiones; 

es así como el artículo 13 del Decreto Nro. 2067 de fecha 04 de septiembre de 1991 

dispone: 

 

El magistrado sustanciador podrá invitar a entidades públicas, a organizaciones 

privadas y a expertos en las materias relacionadas con el tema del proceso a presentar 

por escrito que será público, su concepto sobre puntos relevantes para la elaboración 

del proyecto de fallo. La Corte podrá, por mayoría de sus asistentes, citarlos a la 

audiencia de que trata el artículo anterior. El plazo que señale el magistrado 

sustanciador a los destinatarios de la invitación no interrumpe los términos fijados en 

este decreto. El invitado deberá, al presentar un concepto, manifestar si se encuentra 

en conflicto de intereses (Corte Constitucional., 1991) 

Sin embargo, en fecha 10 de septiembre de 1992, es decir, en sus inicios, la Corte 

Constitucional de Colombia trató sobre la constitucional del concepto de los expertos 

contemplado en el artículo 13, del Decreto Nro. 2067, en el cual el objeto de la acción pública 

limita al Magistrado que sustancia la causa a que invite a personas públicas o privadas, o a 

expertos en las materias relacionadas con el tema del proceso a que presenten escritos sobre 

aspectos relevantes para la elaboración del fallo. Por lo tanto, en sentencia la Corte desestimó 

la pretensión de inconstitucionalidad de la norma mencionada, y desarrolló ciertos criterios 

que de alguna manera, son considerados al momento de presentar escritos de amicus curiae 

como por ejemplo: a) El invitado posee un carácter imparcial en su intervención; b) la opinión 

que emite el invitado no es vinculante porque la finalidad de su intervención es la obtención 

de nuevos elementos para ilustrar a la Corte o complementar el fallo; c) no se debe confundir 

la función que cumple el experto con la autonomía de decisión que tiene la Corte pues, el 

invitado debe aportar con conceptos sobre los cuales recae el fallo, es decir, elementos de 

hecho ya que el análisis jurídico le corresponde a la Corte; d). No compromete la autonomía 

de la Corte; e) La intervención del experto es compatible con el propósito de la democracia 
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participativa previsto en la Constitución Política Colombiana y; f) las materias susceptibles a 

consulta son aquellas que, por su especialidad o complejidad, escapan del ámbito de 

conocimiento del tribunal decisor (Sentencia Decreto 2067 de 1991., 1992).  

Por otro lado, la Academia Colombia de Jurisprudencia, de acuerdo al Decreto Nro. 

2.067, en sus artículos 7 y 37, trata sobre quienes pueden ser considerados invitados o 

expertos:  

La posibilidad de que, sobre las normas enjuiciadas, ‘cualquier ciudadano las impugne 

o defienda’, es decir, que una persona, de hecho, cualquier académico incluso sin 

haber sido comisionado por la Academia, ni invitado por la Corte, por el simple hecho 

de ser ciudadano, puede actuar y participar como amicus curiae (Jurisprudencia, 

2013). 

 Por eso, a pesar de no existir regulación sobre los amici en el ordenamiento jurídico 

de Colombia, se ha tratado a la figura procesal del invitado o experto como aquella persona 

que puede ilustrar o complementar a la Corte Constitucional, que, si bien nada decide, nada 

define, puede aportar con elementos relacionados a la controversia. Por ese motivo, 

Colombia, al presentar amicus curiae en procesos que se ventilan en cortes internacionales, 

se fundamenta en la figura del experto debido a que se adapta de mejor manera a la naturaleza 

del amicus curiae, esto es, otorgar nuevos elementos en la controversia para que el tribunal 

decisor o los magistrados amplíen el debate constitucional y puedan fallar con sentencias más 

justas y equilibradas, en pro de los derechos constitucionales. 

2.2.2 Amicus curiae en Perú 

 

Perú posee un modelo de Estado democrático de derecho, social, independiente y 

soberano, descrito en el artículo 43 de su Constitución Política, sin embargo, no reconoce 

expresamente en ningún artículo al amicus curiae. Sobre este punto es importante indicar que, 

la intervención del amicus es un derecho constitucional que si bien no se reconoce de manera 

expresa en la Constitución peruana, algunos artículos hacen alusión a lo que sería los amici, 

por ejemplo el artículo 2.20, menciona que toda persona tiene derecho a  formular peticiones, 

individual o colectivamente, por escrito ante la autoridad competente, la que está obligada a 

dar al interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo legal, bajo 

responsabilidad; y, también el artículo 43 que recoge el principio democrático de gobierno 

(Congreso Constituyente Democrático, 1993). 
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No obstante, el amicus curiae ha sido legitimado en el artículo 13 A., del Reglamento 

Normativo del Tribunal Constitucional, aprobado mediante Resolución Administrativa 095-

2004-P-TC, de fecha 02 de octubre de 2004, se menciona al amicus curiae de la siguiente 

manera: 

El Pleno o las Salas pueden solicitar los informes que estimen necesarios a los órganos 

de Gobierno y de la Administración y requerir respuesta oportuna de ellos, de acuerdo 

al artículo 119 del Código Procesal Constitucional; así como solicitar o recibir 

información del (los) amicus curiae (amici curiarum), si fuera el caso, que permita 

esclarecer aspectos especializados que puedan surgir del estudio de los actuados 

(Tribunal Constitucional, 2004). 

 Además, el mismo artículo señala el plazo para recibir los informes de los amici, pues 

vencen en dos días hábiles antes de la vista de la causa. En el mismo sentido, el artículo 34, 

del Reglamento en mención, establece que, una vez instalada la audiencia, el presidente 

concede, previo a que el relator haya dado cuenta de las causas programadas, el uso de la 

palabra por cinco minutos a la parte demandante y demandada, como a cada uno de sus 

abogados. Por último, cuando corresponda recibe la participación del amicus curiaem 

(Tribunal Constitucional, 2004).    

El sustento constitucional de lo mencionado es sin duda la participación ciudadana, 

entendida como un principio democrático y de transparencia en el debate judicial, entre otros. 

Víctor Bazán sostiene:  

El amicus curiae facilita la participación de la ciudadanía en la toma decisiones de 

interés público o general, es decir, en aquellos casos judicializados donde se persigue 

la protección de derechos de incidencia colectiva, erigiéndose en un mecanismo de 

legitimación de las decisiones jurisdiccionales (Bazán V. , 2005). 

Por lo antes mencionado, a pesar de que no exista una norma que reconozca de manera 

explícita la figura del amicus curiae en el ordenamiento jurídico peruano, han sido diversos 

fallos que reconocen y recogen a los amici. A manera de ejemplo se puede mencionar el Caso 

R.J.S.A Vda. De R, en el cual el Tribunal justifica la necesidad de invocación del amicus 

curiae basándose en el reglamento del Tribunal y en naturaleza misma del derecho 

constitucional invocado, así señala: “La intervención del amicus curiae en el presente proceso 

se encuentra legitimada no sólo por el reglamento del Tribunal Constitucional, sino también 

por la naturaleza del derecho constitucional invocado (Caso R.J.S.A. Vda de R., 2007).” Del 



24 
 

mismo modo, el fundamento 6 de la Sentencia 03081-2007-PA/TC precisa que la 

participación de los amicus curiae está dirigida a “ilustrar a los jueces sobre aspectos técnicos 

de alta especialización, que habrán de incidir de manera relevante a la hora de la decisión 

final (Caso R.J.S.A. Vda de R., 2007)”  

Consecuentemente, siguiendo la línea peruana, la intervención de los amici curiarum 

deben ser considerados como instrumentos procesales que están al servicio de la 

administración de justicia cuando existan distintos enfoques en la controversia y, en caso de 

solo tener una visión, se corra el riesgo de una decisión injusta, contraria a la protección de 

la dignidad humana. Por consiguiente, los informes de los amici, en ningún caso deben ser 

considerados a priori, como medios de prueba o intervenciones que dilaten el proceso, sino 

más bien como aquellas personas ajenas al proceso cuya opinión colabore a que se 

esclarezcan los puntos controversiales y se logre una protección eficaz en la esfera de los 

derechos fundamentales.  

2.2.3 Amicus curiae en Bolivia 

 

El artículo primero de la Constitución boliviana, define el modelo de Estado de la 

siguiente manera:  

Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional 

Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y 

con autonomías. Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, 

jurídico, cultural y lingüístico, dentro del proceso integrador del país (Asamblea 

Constituyente, 2009). 

El Estado Plurinacional de Bolivia no reconoce en ninguna norma la figura jurídica 

del amicus curiae, sin embargo, el Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia (en 

adelante TCP) así como los jueces y tribunales de Garantías Constitucionales, por medio de 

sus sentencias, han incorporado a los amici, pero no como pieza prevista en el ordenamiento 

jurídico boliviano sino como herramienta en el derecho procesal constitucional de Bolivia. 

Si bien es cierto, Bolivia consciente en el respeto a los Derechos Humanos, acepta la 

presentación de los amici en varios de los procesos que conoce, así a manera de ejemplo se 

presentó en el año 2017 una acción de inconstitucionalidad abstracta contra la ley de 

Protección, Desarrollo Integral y Sustentable del Territorio Indígena (TIPNIS), presentada 

ante el TCP y la Asamblea Permanente de Derechos Humanos de Bolivia (APDH), en el 
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cual se observaron varios escritos de amicus curiae con el fin de ilustrar al Tribunal 

Constitucional sobre las obligaciones nacionales e internacionales que tiene el Estado 

boliviano en materia de derechos humanos y esto es debido a que las colectivos ciudadanos 

en Bolivia no tienen legitimación activa para presentar acciones de inconstitucionalidad por 

lo que pueden comparecer en calidad de amicus curiae, por ello el Tribunal Constitucional 

en dicha sentencia menciona: 

Para garantizar una interpretación pluralista corresponde admitir en trámites de 

control normativo la participación de amicus curiae, ello en virtud a la dimensión 

democrática del Estado boliviano. Por consiguiente, en determinados casos las 

intervenciones de terceras personas y sus planteamientos pueden ser considerados por este 

Tribunal en la calidad descrita, siempre y cuando no llegue a configurarse como una nueva 

demanda de inconstitucionalidad (Interpretación de la Constitución y de las normas del 

bloque de constitucionalidad, 2013). 

Otra intervención de amicus curiae, fue el presentado ante el TCP, en el caso 9304-

2014-19- AIA, por la Organización Human Rights Watch, sobre la Regulación de Trabajos 

de las ONG´s, debido a que la Ley de Otorgación de Personalidades Jurídicas, y el artículo 

19, inciso (g) del Decreto Nro. 1597 no iban conforme al derecho boliviano. Por ello, la 

comparecencia como amicus curiae en este caso, tuvo como finalidad brindar información 

al Tribunal sobre las obligaciones internacionales derivadas de las convenciones 

internacionales y que en tanto constituyen compromisos jurídicos vinculados asumidos por 

Bolivia como Estado soberano; esto debido a que en Bolivia se permite la libre asociación y 

la posibilidad de los defensores de derechos humanos de trabajar de manera independiente 

(Bolivia: Amicus Curiae sobre Regulación del Trabajo de ONGs, 2015)  . 

Si bien es cierto, el ordenamiento jurídico boliviano no reconoce de ninguna manera 

al amicus curiae, ni tampoco existe normativa o regulación alguna para su intervención ni 

figura que se asemeje a la naturaleza de los amici, sin embargo han sido varios casos que se 

ventilan ante el Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia en los cuales existe 

participación de los amici curiarum, sobre todo en casos de derechos humanos, basándose 

en la normativa internacional para poder comparecer en dicha calidad.  
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2.2.4 Amicus curiae en Ecuador 

 

El Ecuador a raíz de la promulgación de la Constitución de Montecristi en el año 

2008, se transforma el modelo de Estado Social a un Estado Constitucional de Derechos y 

de Justicia, por lo que a partir de esa realidad, el derecho y la justicia ecuatoriana asumen un 

activismo y una exigibilidad de derechos como respuesta a la transformación social; dicha 

transformación supone vincularse más con los intereses colectivos y sociales, eliminando las 

brechas entre el Estado y la sociedad, por lo que ha buscado por diversos medios y 

mecanismos de participación ciudadana para que sea efectivo el ejercicio del poder popular.  

El ordenamiento jurídico ecuatoriano, no solo a través de su texto constitucional sino 

también legislativo, ha previsto varios mecanismos de participación social. Este objetivo de 

fortalecimiento de la participación ciudadana también ha encontrado espacio en la tarea de 

administración de justicia, tanto es así que, se da la posibilidad de que una persona ajena al 

litigio, mediante escrito pueda presentar su opinión debidamente fundamentada para otorgar 

al juez constitucional mayor claridad al momento de emitir una resolución o sentencia, es 

decir, puede presentarse en calidad de amicus curiae.  

En Ecuador se reconoce al amicus curiae formalmente, pues aparece bajo el nombre 

de comparecencia de terceros, siendo esto un reto en el país porque marca un hito para el 

constitucionalismo ecuatoriano, ya que como se ha analizado a lo largo de este trabajo, el 

amicus curiae ha tenido un desarrollo pormenorizado y bastante amplio en las legislaciones 

extranjeras sobre todo en los tribunales de Derechos Humanos, pareciendo que la 

introducción del amicus se debe a la utilización de esta figura en instancias internacionales 

y también, como herramienta de tutela de los derechos fundamentales.  

También es importante mencionar que, en la legislación extranjera, los amici 

curiarum logran un mayor protagonismo porque las personas o colectivos que intervienen 

en dicha calidad, buscan que su opinión sea valorada o por lo menos escuchada, sin embargo, 

en el Ecuador o en los países andinos analizados, ni siquiera existe un reconocimiento 

expreso de la figura jurídica del amicus curiae. 

Por las razones expuestas, a continuación se analizará el marco de regulación del 

amicus curiae en la legislación ecuatoriana porque no cabe duda que presentar un amicus 

curiae, es una estrategia en el litigio, no solo vista como una solución que puede brindar 

sobre un conflicto en particular, sino que constituye, al mismo tiempo, una alternativa a la 
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forma de litigar en el país, rompiendo la lógica privatista del proceso, en el que solo se podía 

intervenir si era parte procesal, y abre la posibilidad para la participación social. Por lo tanto, 

se completa así el círculo del ejercicio transformador del derecho: activismo judicial, 

participación social activa y exigibilidad de derechos (Ávila, Amigos de la interculturalidad, 

2014). 

2.3 El amicus curiae en la legislación ecuatoriana: marco de regulación 

 

 En el Ecuador, antes de la entrada en vigencia de la Constitución actual, no se tenía 

mayor conocimiento de la figura del amicus curiae, ni tampoco en la práctica se presentaban 

escritos de personas o colectivos que figure dicha calidad. La transformación del modelo de 

Estado ecuatoriano trajo consigo una mayor participación de la ciudadanía optando diversos 

medios para que de cierta forma los ciudadanos se introduzcan en temas de relevancia social.  

Tanto es así, que Luis Ávila señala lo siguiente: 

Esta participación puede ser en tres niveles con el fin de maximizar la protección de 

derechos y dotar de argumentos al juzgador: (1) como accionante del proceso 

constitucional mediante acción popular; (2) como tercero interesado en una audiencia 

constitucional; y (3) mediante la presentación de un alegato en derecho “amicus 

curiae (Ávila, Amigos de la interculturalidad, 2014)”. 

La acción popular y el tercero interesado han sido mecanismos utilizados antes del 

2008 y como refiere el mismo autor: En la mayoría de casos, lastimosamente, sólo han 

servido para intentar legitimar socialmente a los organismos de justicia constitucional -sin 

conseguirlo- y justificar superficialmente la decisión de las/os juezas/es Luis Ávila Lizán. 

Respecto del amicus, este aterriza en la legislación ecuatoriana en el año 2009 con la 

entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (LGJCC, en adelante), específicamente en el artículo 12 aparece con el 

nombre de comparecencia de terceros: 

Cualquier persona o grupo de personas que tenga interés en la causa podrá presentar 

un escrito de amicus curiae que será admitido al expediente para mejor resolver hasta 

antes de la sentencia. De creerlo necesario, la jueza o juez podrá escuchar en 

audiencia pública a la persona o grupo interesado. Podrán también intervenir en el 

proceso, en cualquier estado de la causa, como parte coadyuvante del accionado, 
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cualquier persona natural o jurídica que tuviere interés directo en el mantenimiento 

del acto u omisión que motivare la acción constitucional (Asamblea Nacional, 2009). 

Este artículo refiere a que cualquier persona ya sea natural o jurídica, que 

tenga interés directo con la acción constitucional, pueda presentar el escrito de 

amicus curiae en cualquier etapa del proceso hasta antes de que se dicte sentencia. 

En caso de que la jueza o juez crea necesario, podrá escucharle en audiencia a la 

persona o grupo de personas que ostentan dicha calidad. En este sentido, se puede 

observar como la administración de justicia abre la posibilidad de que las personas 

participen en temas de relevancia social cuando por su experiencia o conocimiento 

puedan ayudar a mejor resolver la causa (Asamblea Nacional, 2009). 

Además, del artículo anterior se desprende el hecho de que el amicus curiae no posee 

un carácter procesal, es por eso que su presentación en el escrito puede ser variante, como la 

de contener informes consultivos, científicos, antropológicos, culturales, entre otros, hasta 

presentar informes con argumentos de gran conocimiento sobre el tema que  se está 

ventilando en un proceso constitucional, y esto es así porque en el Artículo 86 de la LGJCC, 

se faculta al juzgador para que pueda invitar a personas expertas en ciertos temas a que 

presenten sus informes técnicos. 

Información para resolver. - La jueza o juez ponente, podrá recabar información que 

considere necesaria y pertinente para la resolución del proceso. El ponente podrá 

invitar a entidades públicas, universidades, organizaciones privadas y a expertos en 

las materias relacionadas con el tema del proceso, para que presenten informes 

técnicos sobre puntos específicos que sean relevantes para realizar el análisis del 

caso. La solicitud de informes técnicos deberá permitir la diversidad de criterios y 

pareceres, de haberlos. En estos casos, se extenderá el término para presentar el 

proyecto de sentencia hasta quince días, contado a partir del vencimiento de aquel 

fijado para las intervenciones públicas y oficiales (Asamblea Nacional, 2009). 

 

 Sin embargo, sobre la admisibilidad del escrito, queda a discrecionalidad de los 

juzgadores porque no existe normativa alguna en el país en la que se regule el contenido del 

escrito, ni tampoco se presentan los lineamientos que debe seguir el juez constitucional en 

caso de que exista un escrito de amicus curiae que no sea aceptado. En ese sentido, la 

presentación del escrito de los amici, tampoco se encuentra normada en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano, porque no se establecen los requisitos que debe contener, sino 
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solamente el artículo 12 de la LGJCC antes citado, permite que puede presentarse en 

cualquier momento hasta antes que se dicte sentencia y sin más trámite, el alegato del amicus 

será admitido dentro del proceso.  

Ahora bien, como se puede observar hasta aquí, existen puntos positivos y negativos 

del amicus curiae en el Ecuador; como aspectos positivos se debe mencionar que el 

fundamento de los amici tiene como base a la tutela judicial efectiva y colabora con los 

derechos de participación, esto es, la utilidad del amicus es aprovechada cuando se atañe a 

su espíritu, como mecanismo auxiliar en la argumentación del juzgado al que está asistiendo. 

A más de ello, como se ha estudiado con anterioridad, en un inicio se le exigía un carácter 

neutral en su intervención, hoy en día, ese carácter ha mutado por lo que, en la LGJCC, no 

se le exige imparcialidad. Tampoco se puede dejar pasar su potencialidad a favor de la 

justicia colectiva, superando la teoría privatista y conectándose con los intereses supra 

individuales; permite una diversa admisión de los argumentos ya sea como persona natural 

o como persona jurídica o colectiva, de manera escrita o verbal y, no percibe honorarios por 

lo que prevalece el objetivo de colaborar a favor de la administración de justicia y denota la 

buena fe con la que comparece.  

Como punto de vista negativo de los amici, no se le exige motivación al juez 

constitucional cuando rechace un escrito de amicus; tampoco existe reglamentación para el 

contenido del escrito y, la arbitrariedad para la aceptación de la participación de los amigos 

del tribunal en el proceso constitucional a mi criterio, son debilidades que debe soportar el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano y que tal vez en un futuro se pueda llegar a desarrollar 

más detalladamente a esta figura jurídica. 

Entonces, entre los escritos de amicus curiae más emblemáticos o relevantes que se 

han presentado en el país se puede mencionar a manera de ejemplo los siguientes: el 

presentado por la Defensoría Pública del Ecuador con fecha 15 de abril de 2014, en el caso 

“La Cocha”, en sentencia Nro. 073110-EP, ante la Corte Constitucional, cuando pobladores 

del sector Pujilí (Provincia de Cotopaxi), encontraron estrangulado el cuerpo de Marco Olivo 

Payo en la plaza pública de Zumbahua, los autores del presunto homicidio fueron juzgados 

por su derecho propio, es decir, por Justicia Indígena. El proceso fue elevado a consulta ante 

la Corte Constitucional, en donde los amicus curiae propusieron dos preguntas a responder: 

1) ¿Es competente la Corte Constitucional para limitar la aplicación del artículo 171 de la 

Constitución vigente? Y, 2) ¿limita específicamente el artículo 171 de la Constitución 
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vigente las materias de conocimiento de los sistemas de justicia indígena? Pero el eje 

transversal del amicus presentado por la Defensoría Pública fue la interpretación 

intercultural, como una obligación del Poder Judicial y los organismos de control y garantía 

constitucionales, para poder aplicar el derecho frente a los derechos colectivos de los pueblos 

indígenas del Ecuador en un contexto de plurinacionalidad, interculturalidad y sumak 

kwasay (buen vivir) (Caso Cocha, Justicia Indígena, 2010). 

Otro caso importante fue el que presentaron los colectivos por los derechos sexuales 

y reproductivos en al caso de “Postinor 2 o la pastilla del día después” ante al Ex Tribunal 

Constitucional, siendo controversial por temas de ideologías tanto religiosas, como sociales. 

Luis Ávila señaló sobre al amicus curiae en un artículo, lo siguiente:  

Un elemento diferencial con lo que conocemos en el Ecuador como alegato, sería la 

amplitud, su carácter no procesal, su interdisciplinariedad y el predominio de 

argumentación jurisprudencial, estudios de investigación y testimonios en el amicus. 

En otras palabras, si lo que se espera de los jueces constitucionales es una 

interpretación principialista, pondero-argumentativa y no ritual-positivista, sin duda, 

el amicus sería el instrumento némesis en el ámbito de las estrategias jurídicas de los 

interesados en un proceso del cual no son partes procesales (Ávila, Amigos de la 

interculturalidad, 2014).  

Además, otros dos casos presentados ante la Corte Constitucional por Ecuarunari y 

Human Right Watch, por casos relacionados con la Ley Minera y la libertad de expresión 

respectivamente. Por último,  hubieron escritos de amicius curiae como los presentado por 

los Doctores Ramiro Ávila, Gina Benavides docentes de la Universidad Andina Simón 

Bolívar y por el Doctor David Cordero docente de la Universidad Católica de Quito dentro 

de una acción de hábeas corpus signada bajo el proceso judicial Nro. 01283-2016-03266, 

propuesta por el presunto delito de tortura cometido en contra de las personas privadas de la 

libertad del Centro de Rehabilitación Social Sierra Centro Sur Turi, perteneciente al cantón 

Cuenca, provincia del Azuay.  

Por ello, el alegato del amicus curiae en los casos anteriormente mencionados, 

demuestran la importancia que tiene su intervención cuando se trata de un caso concreto, 

que no tiene efectos vinculantes en la sentencia porque no impone nada sino más bien aporta 

en el debate, ampliando el mismo y democratizando el proceso judicial, lo que garantiza 

incluso, que al no comparecer bajo presión porque no son considerados como parte procesal, 
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puede aportar con nuevos elementos y más claros al problema jurídico. Se debe recalcar que 

ello no debe suponer afectación a la independencia del juez en el momento de administrar 

justicia, sino se trata más bien, de si a través de esta la figura, el Juez recibe un aporte 

significativo y efectivo que pueda aplicar al momento de resolver el caso.  
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CAPÍTULO 3.- IMPORTANCIA DE LA INFLUENCIA DEL AMICUS CURIAE EN 

PROCESOS JURÍDICOS 
 

En este capítulo se analizarán dos casos en concreto en los cuales se pueden apreciar 

la intervención de los amici curiarum. El primero de ellos, es el caso de Hábeas Corpus 

presentado por los privados de libertad del Centro de Rehabilitación Social CRS-TURI por 

los tratos crueles e inhumanos sufridos en una requisa por los miembros de la Policía 

Nacional. El segundo, en cambio, es el caso Satya, pues se trata una pareja de mujeres que 

con afán de que el Registro Civil le inscriba con sus apellidos maternos a la niña, presentaron 

una Acción Extraordinaria de Protección.  

El objetivo del análisis de los casos es comparar los procesos constitucionales para 

demostrar cuán importante es la intervención de los amici al momento de que el juez dicte 

sentencia. Es decir, si el razonamientos hecho por cada amicus es lo suficientemente útil 

para ser acogido por el juzgador al momento de decidir pues en caso de que así sea, los 

aportes de ellos se convertirían en una gran herramienta para el juez ya que le estaría dando 

una nueva perspectiva sobre el conflicto pero sobre todo, en este análisis se podrá observar 

los diferentes puntos de vista y la discrecionalidad con la que el juzgador constitucional 

cuenta al momento de emitir la resolución o sentencia. 

 

3.1. Amicus Curiae presentado en la acción de habeas corpus a favor de las personas 

privadas de libertad del Centro de Rehabilitación Social Sierra Centro Sur (Caso Turi) 

Análisis de la sentencia: 01283-2016- 03266 

 

3.1.1 Hechos 

 

 Se remontan al día martes 31 de mayo de 2016, aproximadamente a las 10h00, 

cuando ingresaron los miembros del grupo Unidad de Mantenimiento del Orden (UMO), 

policías de camuflaje y miembros del grupo de Investigación y Rescate (GIR), en un número 

aproximado de 80 individuos al Pabellón de Mediana Seguridad “JC” del Centro de 

Rehabilitación Social Centro Sur Turi, ubicado en la ciudad de Cuenca; provincia del Azuay, 

sin que exista explicación o motivo alguno para dicho ingreso. De pronto, empezaron a 

golpear a la gente que paseaba por los pasillos y gritaban “salgan todos al patio”, razón por 

la que los presos presumieron que se trataba de una requisa.  
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 Posteriormente, se dirigieron al tercer piso, en donde ingresaron a las celdas y les 

sacaron de ellas mediante golpes con tolete y propagación de gas pimienta. “Nos hicieron 

colocar boca abajo en el piso, nos pegaron en la nalga, ahí nos dijeron que no nos 

atreviésemos a mirarlos, que no teníamos ningún derecho y que tenían autoridad de 

desaparecernos”, aseguraron incluso que, lo que hacían contaba con luz verde por parte del 

director del CRS-TURI, de la Ministra de Justicia y del Ministro del Interior, que los 

Derechos Humanos no eran aplicables para ellos.  

 Acto seguido, mientras los miembros del UMO, GIR y policía en camuflaje les 

seguían golpeando a los privados de libertad, respetaron solo dos de ellos pues eran personas 

con enfermedades terminales. En eso, los funcionarios del área administrativa del CRS 

TURI, trataron de auxiliarles, sin embargo, fueron aislados con gas lacrimógeno, 

impidiendo, por lo tanto, llegar a socorrerles. Ante esta situación, los internos que se 

encontraban en el patio, intentaron subir a auxiliar a sus compañeros pero las puertas del 

patio estaban cerradas. Los miembros del UMO, al ver tal cuadro, empezaron a amenazarles 

a ellos diciéndoles “ya bajamos por ustedes”, “a ustedes les va a ir peor”, etc.  

 Inmediatamente los miembros del UMO, GIR y policía en camuflaje bajaron al 

segundo piso para después regresar a propiciarles tratos crueles e inhumanos a los internos 

del tercer piso. Les hicieron ingresar a las celdas, caminaron sobre sus espaldas, les 

presionaban las cabezas y extremidades, les exigieron que se saquen la ropa y salten en el 

piso haciendo sapitos, etc. Además, cuando algún interno tosía o estornudaba por la asfixia 

del gas, los miembros de la policía burlándose decían: “eso es bueno para la gripe”, y les 

lanzaban más gas lacrimógeno. Inclusive, dos de los privados de libertad eran oriundos de 

Otavalo, ellos fueron amenazados con cortarles el pelo pues a criterio de la policía parecían 

mujeres, sin respetar su identidad cultural. Nunca se tomó en consideración el pedido de los 

presos de que ya no se les golpeara más.  

 Una vez terminado el maltrato en el tercer piso, encerraron a todos y bajaron a la 

segunda plata, con la misma consigna de que ellos eran la autoridad, repitiendo el mismo 

trato, los agredieron. Cabe recalcar que, en la supuesta “requisa”, los miembros del UMO, 

se llevaron toda clase de objetos: artesanías elaboradas en los talleres del trabajo del centro, 

objetos autorizados por el mismo Director del Centro de Rehabilitación Social como zapatos 

especiales para personas con discapacidad. Las secuelas de este altercado fueron graves, 
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debido a que atentaron en contra de la integridad física, dejándoles huellas de golpes y 

heridas notables en las manos, brazos, espalda, piernas, tórax, nalgas, etc.  

 Ante esta situación, los internos privados de libertad pudieron contactarse con el 

Director del CRS- TURI,  quien ingresó a dialogar con ellos, explicando que él no tenía nada 

que ver con lo que había ocurrido en las celdas, que se tomarían las medidas respectivas y 

se retiró. Por todo lo relatado en líneas anteriores, los 13 privados de libertad presentaron 

una Acción de Hábeas Corpus pues dicha acción constitucional tiene como objeto recuperar 

la libertad de quien se encuentra privado de libertad de manera ilegal, arbitraria o ilegitima 

por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la 

integridad física de las personas privadas de libertad. 

 En el presente caso, se presenta el Habeas Corpus con el fin de proteger la integridad 

física de las personas privadas de libertad, además el mismo artículo se refiere que en caso 

de verificarse cualquier forma de tortura, trato inhumano, cruel o degradante se dispondrá la 

libertad de la víctima, su atención integral y especializada, y la imposición de medidas 

alternativas a la privación de libertad cuando fuera aplicable. Hay que recalcar que en ningún 

momento presentan la acción constitucional de Hábeas Corpus no es la de reducir la pena 

privativa de libertad o rehuir de la misma que se les fue impuesta como sanción condenatoria 

por algún delito cometido, sino que, ante las agresiones sufridas, se disponga el traslado a 

otro centro de privación de libertad, en donde se les garantice la integridad personal, y no 

existan actos de tortura en su contra. 

3.1.2. Análisis de fondo 

 

 En la Constitución ecuatoriana, el artículo 89 desarrolla al Hábeas Corpus de la 

siguiente manera: 

La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se 

encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de 

autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad 

física de las personas privadas de libertad. Inmediatamente de interpuesta la acción, 

la jueza o juez convocará a una audiencia que deberá realizarse en las veinticuatro 

horas siguientes, en la que se deberá presentar la orden de detención con las 

formalidades de ley y las justificaciones de hecho y de derecho que sustenten la 

medida. La jueza o juez ordenará la comparecencia de la persona privada de libertad, 
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de la autoridad a cuya orden se encuentre la persona detenida, de la defensora o 

defensor público y de quien la haya dispuesto o provocado, según el caso. De ser 

necesario, la audiencia se realizará en el lugar donde ocurra la privación de libertad. 

La jueza o juez resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes a la finalización 

de la audiencia. En caso de privación ilegítima o arbitraria, se dispondrá la libertad. 

La resolución que ordene la libertad se cumplirá de forma inmediata. En caso de 

verificarse cualquier forma de tortura, trato inhumano, cruel o degradante se 

dispondrá la libertad de la víctima, su atención integral y especializada, y la 

imposición de medidas alternativas a la privación de la libertad cuando fuera 

aplicable. Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un 

proceso penal, el recurso se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia 

(Asamblea Nacional, 2008). 

 En este caso, el hábeas corpus en nuestra Constitución, a diferencia de otras 

constituciones, no es una medida cautelar, que suspende el acto violatorio, sino que es una 

acción de conocimiento. Al ser de conocimiento tiene tres efectos a saber: 1) se prueba la 

violación de derechos; 2) mediante sentencia se tiene que declarar una violación de derechos; 

y, 3) finalmente, al declarar la violación de derechos, se tiene que ordenar la reparación de 

derechos. 

 El análisis de fondo en el que se centra la decisión es en la violación al derecho a la 

integridad personal de las personas privadas de libertad, derecho a la integridad física, como 

aquel derecho fundamental inherente a todo ser humano, a que los privados de libertad no 

reciban tratos crueles, inhumanos o degradantes. Es por ello que las personas privadas de 

libertad a través de la Defensoría Pública  plantean la acción constitucional de Habeas 

Corpus, con el objeto de proteger su vida e integridad física pues en la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, establece que es obligación de los 

jueces observar que ésta garantía se haga efectiva en los siguientes casos: 1.- Cuando exista 

cualquier forma de tortura; y, 2.- Privación ilegítima o arbitraria de la libertad.- En el 

presente caso es reclamado por los accionados trato cruel, inhumano, degradante y tortura. 
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3.1.3 Amicus curiae dentro de la acción de Habeas Corpus a favor de las personas 

privadas de libertad en el Centro de Rehabilitación Social de Turi 

 

 En el presente caso se presentaron cinco escritos de amicus curiae. 

 Primer amicus curiae  

Fue presentado en conjunto por Ramiro Ávila Santamaría, docente de la Universidad 

Andina Simón Bolívar (en adelante, UASB-E); Gina Benavides Llerena, docente del 

programa Andino de Derechos Humanos de la UASB-E y, por David Cordero Hereda 

docente de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador. En el escrito de este amicus, 

empiezan haciendo un análisis jurídico sobre la responsabilidad del Estado, luego sobre el 

uso de la fuerza, se analiza el Habeas corpus como garantía de los derechos de privados de 

libertad, los derechos violados y la reparación integral, para al último realizar un petitorio al 

juzgador conocer de esta causa.  

Análisis jurídico.- Responsabilidad del Estado 

En este punto, los profesores mencionan que un centro de privación de libertad es un 

espacio de control total por parte del Estado. En consecuencia, en cuanto a violación de 

derechos humanos, el Estado es responsable de todo lo que suceda en ese lugar.  

Según la Constitución del Ecuador en el Artículo 157, la Policía Nacional es una 

institución que protege los derechos, por ello, cuando en lugar de proteger, violan derechos 

y denigran a los seres humanos, la violación de derechos humanos es muy grave, entonces 

el Estado a través de sus juzgadores están en la obligación de sancionar dichas conductas 

haciendo eficaces las garantías constitucionales, porque caso contrario no solo serían 

cómplices de una violación de derechos sino también comprometen la responsabilidad 

internacional del Estado ecuatoriano por violación a los derechos humanos reconocidos en 

instrumentos internacionales.  

El uso de la fuerza 

El uso de la fuerza y privación de derechos en un Estado es permitido solamente 

cuando hay autorización, es justificado y proporcional. De lo contario, siempre será una 

violación de derechos. 

Respecto a la autorización para hacer requisas, se requiere que el Director del Centro 

de Rehabilitación autorice y organice. Según las declaraciones de los privados de libertad se 
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conoce que hubo autorización pero no hubo la presencia ni el control por parte del Director 

en la requisa, tampoco impidió, ni denunció lo ocurrido, entonces tendría responsabilidad 

por acción y omisión.  

En cuanto a la justificación del uso de la fuerza, tiene que cumplir con ciertos 

requisitos descritos en la sentencia emitida por la Corte Constitucional Nro. 111-16-SEP-

CC, del 06 de abril de 2016 y, también recogidos en los “Principios Básicos sobre el empleo 

de la Fuerza y de Armas de Fuego pro los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 

Ley” (ONU 7/09/1990) y las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los reclusos en su regla 

Nro. 54. a) un fin determinado; b) necesidad y excepcionalidad, c) proporcionalidad. 

 

El hábeas corpus como garantía de los derechos de privados de libertad 

 El hábeas corpus no tiene solo por objeto de restringir la privación ilegal o ilegitima 

de libertad, sino también a todas las circunstancias que pueden suceder en la privación de 

libertad. Por ello el Art. 89 de la Constitución ecuatoriana claramente establece que el objeto 

de la garantía también es “proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de 

libertad”, también en la LOGJCC, en el Artículo 32, de forma adecuada, desarrolla el 

contenido constitucional y establece además que protege “otros derechos conexos de la 

persona privada o restringida de libertad” 

 En este punto, los profesores hacen referencia a que los perpetradores de las acciones 

violatorias de derechos humanos estaban tan seguros que este caso quedaría impune que ni 

siquiera les importó que había una cámara grabándoles. Por ello, el hábeas corpus, tiene que 

ser la vía efectiva para proteger a las personas privadas de libertad que sufrieron estas 

agresiones en la cárcel de Turi, inclusive para que no existan represalias en lo posterior.  

 

Los derechos violados 

a) derecho a la integridad física: este derecho incluye la protección a la integridad 

física, psíquica y moral que conlleva la prohibición de cualquier tipo de trato o pena cruel, 

inhumana y degradante. Esta prohibición incluye la tortura, acto cuya proscripción se 

encuentra reconocida como norma de ius cogens y establecida en varios tratados 

internacionales. Los tratos que se suscitaron el 31 de mayo de 2016 en Turi, pueden ser 
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considerados por lo menos como tratos crueles, inhumanos y degradantes. Inclusive como 

tortura.  

b) derecho a la dignidad: se atenta contra la dignidad humana cuando se humilla, se 

denigra a las personas, se desconoce su calidad de seres humanos, se los trata como objetos 

y no sujetos de derechos. La dignidad se concreta en tres aspectos interrelacionados de 

respeto y garantía: la autonomía personal, las condiciones materiales adecuadas de existencia 

y la integridad física y moral o espiritual. Los profesores señalan que en este caso, se violó 

este derecho cuando se les privó de condiciones materiales adecuadas dentro del centro 

carcelario. Los actos de aquel día, en conjunto, constituyeron una evidente violación a la 

dignidad de las personas.  

c) derecho a la salud: siempre que las personas no gocen de condiciones materiales 

concretas que le garanticen su derecho a vivir dignamente y presenten lesiones que reflejen 

un quebrantamiento a su equilibrio físico, psíquico o sexual, se atenta contra el derecho a la 

salud. En este caso, se procedió como se contaron los hechos narrados con anterioridad, 

atentando contra la integridad física y la vida digna de las personas privadas de libertad. 

d) el derecho a la rehabilitación, protección y garantía de los derechos de las 

personas privadas de libertad: siempre que el Sistema de Rehabilitación Social del 

Ecuador permita que sus acciones y omisiones, que al interior de los centros carcelarios se 

atente contra los derechos de la población penitenciaria, se está incumpliendo con las 

finalidades que la Constitución le ha impuesto de rehabilitación integral, protección de las 

personas privadas de libertad y garantía de sus derechos (Artículo 201).  

 

Reparación integral 

Según los Artículos 9.11 y 86 de la Constitución ecuatoriana se desprenden que la 

reparación integral es un derecho y una obligación. La Corte Constitucional en el caso Nro. 

122- 14- SEP-CC estableció que: “La reparación integral, a más de ser la finalidad de las 

garantías jurisdiccionales, es en sí misma un derecho constitucional; por lo tanto, el respeto 

a los parámetros fijados por el legislador para efectos de su efectivo cumplimiento, 

constituye también respeto al orden constitucional (Acción extraordinaria de protección, 

2014) ” 
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La LOGJCC, en su Art. 18 ejemplifica las formas de reparar: i) compensación por 

los daños y sufrimientos derivados de la requisa violenta; ii) rehabilitación; iii) satisfacción; 

iv) disculpas públicas; v) garantía de no repetición; vi) la obligación de investigar y 

sancionar (Asamblea Nacional, 2009). 

Segundo amicus curiae  

 Presentado por Daniela Salazar Marín, Pablo Albán, Farith Simon Campaña, Carlos 

Paredes, Víctor Cabezas, docentes y estudiantes de la Universidad San Francisco de Quito, 

este amicus curiae contiene las siguientes consideraciones: 

Sobre la naturaleza jurídica de la acción del hábeas corpus 

Describen lo anotado con anterioridad sobre el reconocimiento de esta acción en la 

Constitución del Ecuador, rescatando el carácter reparador o preventivo, como garantía del 

derecho a la vida y a la integridad física de las personas privadas de libertad. En 

consecuencia, se dirigen al Juez con la observación de que nuestra normativa constitucional 

considera expresamente la tendencia moderna y progresista de la acción de hábeas corpus 

como medida idónea no solo para precautelar la libertad ambulatoria sino para proteger a los 

privados de libertad de aquellos tratos crueles e inhumanos, degradantes y de aquellas 

acciones lascivas a su integridad y dignidad personal. 

En este caso, la acción de hábeas corpus planteada permitirá declarar la vulneración 

de los derechos a la integridad y dignidad de las personas privadas de libertad dentro del 

Centro de Rehabilitación Sierra Centro Sur- Turi; además de que conlleva a una reparación 

integral de derechos, esta reparación debe ser integral, material e inmaterial y, en este caso 

que nos ocupa, en el amicus los profesores, dejan claro que más allá de declarar la 

vulneración de los derechos constitucionales a través del hábeas corpus, deberá considerar 

el desglose de las medidas de reparación integral a la luz de los estándares impuestos por la 

LOGJCC, así como de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del ius comune 

interamericano.  

Finalmente, ponen a consideración del juzgador la posibilidad de ordenar 

capacitaciones y entrenamientos especiales tanto a los miembros de la UMO, como al os 

guardias civiles de seguridad de los centros de rehabilitación sobre materia de derechos 

humanos, así como a la concientización respecto a los derechos constitucionales que les 

asiste como de la responsabilidad que conlleva los excesos de la fuerza pública. También, 
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consideran idóneo que se designe una veeduría especial por parte del Ministerio de Justicia, 

Derechos Humanos y Cultos, junto con la Defensoría del Pueblo para que constante las 

medidas de no repetición dentro del Centro de Rehabilitación Turi por lo que piden declarar 

con lugar la acción de hábeas corpus y especificar las obligaciones reparatorias a efectos d 

evitar a futuro el cometimiento de estos excesos inadmisibles por parte de la fuerza pública.  

Tercer amicus curiae  

 Este amicus fue presentado por el Centro de Derechos Humanos de la Facultad de 

Jurisprudencia de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador (PUCE), en el cual señalan 

que dicho amicus tiene como objetivo brindar al juez que se encuentra en conocimiento de 

la causa elementos suficientes sobre el objeto de la acción de hábeas corpus y la reparación 

integral, los estándares internacionales existentes para la protección de la integridad y el 

tema de la competencia de los órganos judiciales sobre la tramitación de garantías 

jurisdiccionales planteadas por las personas privadas de libertad.  

Este amicus, de igual manera realiza un análisis de la acción de hábeas corpus, los 

tratos crueles e inhumanos condenados a nivel internacional y la reparación integral. Cita la 

normativa internacional como la Convención de Viena que trata sobre el respeto de los 

derechos humanos. De igual manera cita a la Corte IDH, sobre aquellos hechos que 

constituyen tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes: 

La prohibición de la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes es 

absoluta e inderogable, aun en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, 

amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de 

sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías 

constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades 

públicas.   

 De eso se desprende que ningún Estado, bajo ninguna circunstancia podría aplicar 

actos que se constituyan como tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes en contra de 

cualquier persona, incluyendo los casos en los que el Estado se encuentra en situaciones 

excepcionales. A partir de eso, los hechos relatados por las victimas en el caso Turi, se adapta 

a la tortura, y si así se llegare a comprobar, en efecto, se constituirían como actos que atentan 

contra la integridad de las personas y que podrían ser calificados como crueles, inhumanos 

o degradantes. 
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 Este amicus curiae termina con un petitorio al juez constitucional. Primero que se 

tome en cuenta el objeto del hábeas corpus como garantía jurisdiccional y la reparación 

integral a la que tendrán derecho las víctimas y ordene todas las medias necesarias para 

reparar integralmente a las personas que sufrieron los tratos crueles, inhumanos y 

degradantes. En segundo lugar, que se oficie a la Fiscalía General del Estado para que se 

inicie de oficio una investigación por los hechos ocurridos, en vista de que constituyen actos 

delictivos e internacionalmente contrarios al Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos y, finalmente, que el proceso no sea anulado por formalidades o legalidades que 

restringen la interpretación más amplia y más favorable y, por lo tanto, se fije como 

precedente que cualquier juez o jueza de primera instancia tenga la competencia para el 

conocimiento de las garantías jurisdiccionales de las personas privadas de libertad.  

Cuarto amicus curiae 

 Presentado por César Augusto Zea Abad, presidente de la Asociación de Derechos 

Humanos del Azuay y, Diego Jadán Heredia, miembro de la Asociación de Derechos 

Humanos del Azuay y docente de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Políticas y 

Sociales de la Universidad de Cuenca.  

 Con las consideraciones expuestas en el escrito, justifican la imperiosa necesidad de 

tutelar los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad que presentaron la 

acción constitucional analizada, el habeas corpus, por los daños causados que han afectado 

su vida personal y familiar, en definitiva, el proceso de rehabilitación social integral 

contemplado en el artículo 201 de la Constitución ecuatoriana, por la falta de oportuna 

actuación de la autoridad competente. Este amicus además sostiene que el juez tiene el deber 

ético y jurídico de reparar integralmente los derechos vulnerados, considerando que el deber 

de reparación implica además de resarcir el daño resultante de la violación de los derechos 

fundamentales, tomas las medias de satisfacción que reconozcan públicamente la 

responsabilidad de las y los agentes o servidores públicos frente a las conclusiones de 

derechos humanos; y las medias que garanticen la no repetición para evitar que vuelvan a 

ocurrir violaciones similares.  

Quinto amicus curiae 

 Este amicus curiae fue presentado por la Fundación Regional de Asesoría en 

Derechos Humanos (en adelante, Inredh). Es una organización ecuatoriana no 

gubernamental ni partidista, reconocida por el gobierno ecuatoriano, que trabaja por la 
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promoción y defensa de los derechos humanos de los pueblos indígenas y de las personas 

privadas de libertad, entre otros.  

 En este alegato de amicus curiae, se empieza tratando la situación en la que se 

encuentran las personas privadas de libertad, pues ha sido uno de los principales desafíos de 

Latinoamérica porque entraña una compleja situación que requiere la adopción de políticas 

inmediatas, mediatas y a largo plazo, pero sobre todo necesarias para resguardar los derechos 

fundamentales de las personas que se encuentran privadas de libertad. De igual manera, se 

refiere al deber de custodia que tiene el Estado, esto es, la responsabilidad de asegurar que 

la privación de la libertad sirva a su propósito y que no conduzca a la violación de otros 

derechos básicos. Si bien es cierto, reconocen que la privación de libertad supone 

efectivamente la restricción a ciertos derechos, como la libertad ambulatoria, esto no supone, 

bajo ninguna circunstancia, una limitación innecesaria a otros derechos fundamentales como 

son la integridad, la libertad de expresión, la libertad de conciencia o religión, trabajo, 

privacidad, asociación, salud e información, derechos no solo reconocidos a nivel 

internacional sino positivados a través de la normativa penal vigente.  

 Cita inclusive, normas internacionales y jurisprudencia de la Corte IDH sobre los 

tratos crueles, inhumanos y degradantes ya analizados en los amicus curiae anteriores. Por 

todo lo narrado, es evidente que las acciones perpetradas el día 31 de mayo de 2016 en el 

Centro de Rehabilitación social fueron inhumanas y crueles, atentando contra la integridad 

física de los privados de libertad. Por ello, en este amicus curiae, se recomiendan al juzgador 

que ordene al personal administrativo de los centros de rehabilitación social que cuenten con 

registros de los incidentes en los que las autoridades encargadas de la custodia de personas 

privadas de libertad hayan tenido que recurrir al uso de la fuerza. Además, se exhorte a los 

miembros policiales y demás personal de seguridad del Centro de Rehabilitación Social Turi, 

no emplee la fuerza u otros medios coercitivos salvo de manera excepcional y como último, 

recurso para garantizar la seguridad, el orden interno, la protección de los derechos 

fundamentales de la población privada de la libertad, del personal o de las visitas. También, 

a que se investigue y erradique otros tipos de abusos de autoridad y actos de corrupción, con 

una capacitación al personal administrativo, en especial a los encargados de mantener el 

orden y control disciplinario, en estándares nacionales e internacionales de respeto y 

protección a los derechos humanos de las personas privadas de libertad. Finalmente, sostiene 

que se ordene el traslado a otro centro de rehabilitación social conforme su cercanía con sus 

familiares y no a cualquier otro centro.  
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Sentencia 

La sentencia que emitió el juzgador constitucional consideró varios argumentos de 

amicus curiae tanto para sustentar la parte normativa, como motiva y resolutiva de la 

sentencia. En ella, se mencionan normas relacionadas con la responsabilidad que tienen el 

Estado sobre los actos cometidos por los miembros de la Policía Nacional, menciona también 

la jurisprudencia que estuvo descrita en los cinco amicus curiae presentados, de igual manera 

hace alusión a los derechos fundamentales vulnerados de los cuales fueron víctimas las 

personas privadas de libertad, describe los delitos de tortura, tratos inhumanos y degradantes 

que recibieron los presos.  

Como ejemplo, en la sentencia se toma en cuenta la jurisprudencia dictada por la 

Corte IDH, en el caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs Paraguay, del 2004, misma 

que fue mencionada por el primer amicus curiae, en donde se sostiene que: “Frente a las 

personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de garante, 

toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las 

personas que se encuentran sujetas a su custodia.” Esto es, que el Estado es responsable de 

todo lo que pase en el centro de privación de libertad por la posición que tiene respecto a los 

privados de libertad. 

De igual manera, en la sentencia del caso CRS-TURI, se indican los Principios 

básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley (1990), el artículo 7 señala que: “Los gobiernos adoptarán las medidas 

necesarias para que en la legislación se castigue como delito el empleo arbitrario o abusivo 

de la fuerza o de armas de fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir 

la ley.”; es decir, que en caso de abuso en el uso de la fuerza en contra de los privados de la 

libertad, el Estado debe prever sanciones en contra de quienes las ocasionen. Dicho criterio 

también fue descrito en los amicus curiae presentados en el proceso. 

Por lo tanto, se resuelve dar paso a la acción de hábeas corpus planteada por las trece 

personas privadas de libertad en contra de los miembros del GIR, UMO y policía en 

camuflaje, ordenando como reparación integral a los accionantes lo siguiente: 1.- El traslado 

a otros Centros de Privación de la Libertad  que ofrezcan las garantías a  los accionantes a 

un Pabellón de igual seguridad en la que se encontraban al momento de los hechos. 2.- 

Tratamiento psicológico integral  para todas los internos que sufrieron la violación a sus 

derechos, aunque no sean accionantes en  esta acción constitucional a cargo del Ministerio 
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de Salud que será vigilado por el Señor Defensor Regional del Pueblo del lugar en donde 

sean trasladados. 3.- Garantías de no repetición de hechos y actos  que constituyan violación 

de los derechos fundamentales de los internos   en  ningún centro de privación de la libertad 

a nivel nacional. 4. Reconocimiento de responsabilidad que tienen los Ministerios de Justicia 

y del Interior en velar para que se respeten los derechos fundamentales de los accionantes  

en cualquier Centro que sea reubicados y de todos los que se encuentre privados de la libertad 

5.- Disculpas públicas por parte de los Ministerios de Justicia, del Interior y los señores 

policías que intervinieron en el operativo el 31 de Mayo del 2016 en el Centro de 

Rehabilitación Social Regional Centro Sur-Turi, por la trascendencia que alcanzó  a nivel 

nacional e internacional mediante publicación por la prensa escrita previa revisión del dicha 

redacción por parte de éste juzgador. 6.- Se tomarán medidas por parte de la Policía Nacional 

con la finalidad de que los miembros que intervinieron en el operativo antes señalado no 

vuelvan a ingresar bajo ningún aspecto a ningún Centro de Rehabilitación Social a nivel 

Nacional. 7.- Que el 31 de Mayo del 2017, se dicten charlas en todos los Centros de 

Rehabilitación Social del Ecuador a los Internos sobre “Derechos Humanos frente a los 

Derechos de las personas privadas de la libertad”, bajo la responsabilidad de los Ministerios 

de Justicia y del Interior (Habeas Corpus CRS TURI, 2019) . 

3.2. Amicus Curiae presentado en el caso Satya. Sentencia Nro. 184-18-SEP-CC, Caso 

Nro. 1692-12-EP 

 

3.2.1 Hechos 

 

 La pareja conformada por Helen Bicknell y Nikola Rothon, es una pareja de personas 

del mismo sexo, que llegaron a Ecuador en el año 2007, establecieron su domicilio en la 

parroquia Malchinguí, al norte de Pichincha y desde allí, comenzaron a tramitar la 

legalización de su residencia permanente y la Unión de Hecho en territorio ecuatoriano. El 

Ecuador, en el artículo 67 reconoce a la familia en sus diversos tipos, sin especificar a qué 

tipo se refiere. Dichas familias pueden tener vínculos jurídicos o de hecho, y respecto al 

grado de protección que concede se remite a la ley, que para el caso, sería el Código Civil. 

Así, la protección constitucional a la familia, no es absoluta, sino sujeta a la ley en el caso 

de la unión de hecho, y limita a parejas heterosexuales cuando se trate de matrimonio y 

adopción. Por ese motivo, la pareja solemnizó su Unión de Hecho en el país y decidieron en 

el año 2010, a través de la inseminación artificial ser madres, siendo dicho método de 

reproducción asistida efectivo, por lo que nace su hija a quien llamaron Satya Amani. 
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El 27 de diciembre de 2011, con el afán de otorgarle a la niña una identidad, esto es, 

registrar sus nombres con los dos apellidos maternos, acudieron al Registro Civil 

Ecuatoriano, además de que querían que se haga el reconocimiento en calidad de madres, 

para las dos mujeres. Sin embargo, el Director del Registro Civil respondió con una negativa 

a la solicitud y a la inscripción de la niña con los dos apellidos de las madres 

fundamentándose en el artículo 32 numeral 5, 33 y 80 de la Ley de Registro Civil, y el 

artículo 82 de la Constitución, considerando que en procura de precautelar la seguridad 

jurídica de la filiación paterna, y en virtud de que nuestra legislación no contempla la 

duplicidad de filiación materna en una inscripción de nacimiento, la Dirección de Asesoría 

Jurídica consideró que no era procedente inscribir el nacimiento de la menor Satya Amani 

en los términos solicitados. 

Las recurrentes, ante la negativa de inscripción por parte del Director del Registro 

Civil, presentaron una Acción de Protección alegando la falta de respeto a la igualdad formal 

y material y a la prohibición de discriminación, pues debido a su género y orientación sexual 

se le estaba privando a la señora Bicknell inscribir a Satya Amani con sus apellidos, pues, 

según las recurrentes, si fuese hombre, no se le habría impedido el reconocimiento, como 

sucede con las parejas heterosexuales. La Defensoría del Pueblo se hace cargo de la defensa 

en esta esta acción de protección por considerar que, con la decisión de la autoridad 

mencionada, se están vulnerando los derechos humanos de las peticionarias y de la menor 

Satya Amani, contenidos en la Constitución ecuatoriana.  

El caso llegó a la Corte Constitucional del Ecuador debido a que la Acción de 

protección fue negada en primera y segunda instancia, sin embargo después de seis años la 

Corte Constitucional falló a favor de las madres y se concedió la Acción Extraordinaria de 

Protección.  

3.2.2 Análisis de fondo 

 

El análisis de fondo radica en la presunta vulneración de los derechos contenidos en 

la Constitución del Ecuador, en los artículos 66 numeral 4 (derecho a la igualdad formal y 

material y no discriminación); numeral 9 (derecho tomar decisiones libres, informadas, 

voluntarias y responsables sobre su sexualidad y su vida y orientación sexual), numeral 28 

(derecho a la identidad personal que incluye tener nombre y apellido y familia) y el derecho 

a la protección que el Estado debe a la familia en sus diversos tipos (artículo 67).  
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3.2.3. Amicus curiae presentados en el caso Satya. 

 

 Dentro del proceso de la acción extraordinaria de protección se presentaron varios 

amici curiarum, tanto a favor como en contra de que el Estado garantice la protección a la 

identidad de la niña Satya Amani. 

 A continuación se analizaran los amici que se mencionaron en la sentencia emitida 

en fecha 19 de junio del año 2016 por la Corte Constitucional del Ecuador. 

Argumentos a favor de la acción extraordinaria de protección 

Fundación ecuatoriana equidad 

1) De fojas 297 a 314 del expediente de acción extraordinaria de protección, consta 

el escrito presentado por el señor Efraín Soria Alba, coordinador general de la 

Fundación Ecuatoriana Equidad, en su calidad de amicus curiae indica: 

 El artículo 6 de la Constitución de la República determina que la nacionalidad se 

obtendrá por nacimiento o naturalización, y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos establece también en su artículo 20 numeral 1, que toda persona tiene derecho a la 

nacionalidad. La nacionalidad es un derecho que en ningún caso podrá ser restringido en 

forma legítima, arbitraría o discriminatoria. En el Ecuador, el ordenamiento acoge el sistema 

mixto de determinación de la nacionalidad: ius soli - ius sanguini; en consecuencia, tanto los 

nacidos en territorio ecuatoriano, como los nacidos en el exterior y de padres ecuatorianos, 

tienen derecho a la nacionalidad ecuatoriana.  

En el caso de la niña Satya Bicknell Rothon, ella nació en territorio ecuatoriano, por 

lo que estima que ipso facto tiene derecho a esta nacionalidad; sin embargo, el Registro Civil, 

al negarse a inscribirla con los nombres de sus madres, le negó también el derecho a la 

nacionalidad y a portar una cédula de ciudadanía ecuatoriana. En tal sentido, el Estado exigió 

a Satya a cumplir con un requisito que no se encuentra contemplado en la Constitución, y 

que no se solicita a todos los niños nacidos en el territorio del país: tener padres 

heterosexuales para poder ser nacional, la luz de los estándares internacionales, la negativa 

de inscribir y reconocer a Satya como nacional, por no tener padres heterosexuales, 

constituye un requisito discriminatorio, no objetivo ni razonable.  

Por otro lado, argumentó que existe la obligación del Estado de brindar las medidas 

necesarias para el registro inmediato luego del nacimiento. Así las cosas, al omitir esta 
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obligación de registro inmediato de Satya, el Estado puso a la niña en una situación de 

vulnerabilidad que no solo viola su derecho a la nacionalidad, sino su derecho al nombre, al 

reconocimiento de su personalidad jurídica, su dignidad humana y el desarrollo de su 

personalidad. En su caso, se encontró en situación de vulnerabilidad por 18 meses, desde su 

nacimiento el 8 de diciembre de 2011, hasta su registro como extranjera inmigrante, el 23 de 

mayo de 2013, pues sus madres tuvieron que recurrir a la nacionalidad inglesa, que por ius 

sanguini  le pertenece a Satya, con la finalidad de obtener una visa de amparo en Ecuador.  

En aquel entonces, Satya poseía una cédula de identidad en la que constaba como 

nacional de Inglaterra, aunque nacida en el Ecuador. Consideró que en este caso específico, 

la Corle Constitucional debe aplicar los estándares de la Corte IDH de los siguientes casos 

respecto a ciertos derechos: El derecho a la identidad, el derecho al nombre, y, a su vez, el 

derecho a la familia LGBTI. Alega que dichos estándares deben ser aplicados en el caso de 

Satya porque su vida familiar comprende el hecho que tiene dos madres cuya unión fue 

legalizada tanto en Gran Bretaña como en Ecuador; sin embargo, la dinámica familiar no ha 

cambiado desde su gestación hasta la actualidad, debido a que el núcleo familiar está 

compuesto por dos madres. 

En dicho alegato de amicus curiae también mencionó que la acción de protección 

negada en segunda instancia soló consideró la protección  del derecho del padre biológico 

respecto a colocar su apellido a la niña, pues si bien es cierto el Código Civil ecuatoriano 

reconoce los mismos derechos a las parejas en unión de hecho que a las matrimoniales, lo 

cual incluye la presunción de paternidad pero lo que no se analizó en la sentencia es que el 

Registro Civil no tiene el mismo procedimiento para parejas heterosexuales en ejercicio de 

la "presunción de parentesco", ya que, por ejemplo,"... muchas de estas parejas también 

pudieron haber concebido a través de métodos de reproducción asistida, pero en esos casos 

el Registro Civil no realiza ningún tipo de procedimiento para proteger a las y los 

progenitores biológicos, sino que simplemente asume que ese niño o niña fue concebido en 

un matrimonio o en una unión de hecho y registra al niño o niña con los apellidos producto 

de esas uniones".  

Concluye, que lo anterior se constituye en un trato discriminatorio entre hijos 

biológicos de parejas heterosexuales y parejas del mismo sexo cuando estos son producto de 

métodos de reproducción asistida; la presunción de paternidad es discriminatoria entre 

parejas en unión de hecho, en función que el Registro Civil sí registra a los niños y niñas de 
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parejas heterosexuales y cuestiona la procedencia de estos niños y niñas en casos de parejas 

del mismo sexo. La idea de reproducción como exclusiva a los heterosexuales es el sustento 

para imponer a la niña una identidad que no existe, que no la representa, que no es verdadera 

y que no es reflejo de su familia, tanto así que valida dejar ese espacio de beneficio al 

"supuesto padre" para que algún día reconozca a la niña. Sin embargo, esa posibilidad es 

nula debido a que esta concepción se la realizó a través de inseminación artificial con un 

donador de semen anónimo y que voluntariamente rechazó sus derechos filiales hacía el 

producto de ese procedimiento.  

Argumenta que, si bien la Constitución de la República permite la unión de hecho de 

parejas del mismo sexo, pero prohíbe a estas la adopción, bajo ningún tipo de justificación 

la Norma Fundamental impide el acceso a las parejas del mismo sexo para conformar 

familias LGBTI a través de métodos de reproducción asistida. Además, la misma Carta 

Suprema, en el artículo 69, en relación con las medidas para proteger a la familia, en el 

numeral 7 señala que "no se exigirá declaración sobre la calidad de la filiación en el momento 

de la inscripción del nacimiento, y ningún documento de identidad hará referencia a ella".  

De la lectura integral de las normas constitucionales referentes al derecho a la familia 

e identidad de niños, niñas y adolescentes, las parejas del mismo sexo que tengan hijos o 

hijas biológicas tienen el derecho a inscribirlos bajo los nombres de su identidad familiar, 

puesto que el Estado se halla obligado a no exigir la calidad de la filiación al momento de 

registro de las personas recién nacidas, en la medida que estas tienen el derecho a que su 

identidad individual responda también a la identidad familiar a la que pertenecen, así sea una 

familia LGBTI.  Por lo tanto, al no existir prohibición expresa de la identificación familiar 

de los hijos e hijas de las familias LGBTI, el Estado ecuatoriano no tiene sustento legal para 

desconocer este derecho y pide que se de paso a la acción extraordinaria de protección. 

2) Organización Alliance Defending Freedom 

De foja 324 a 335 del expediente de acción extraordinaria de protección, consta 

el escrito presentado en calidad de amici curiarum por las señoras Neydy Casillas 

Padrón, Sofía Martínez Agraz, Federica Dalla Pria e Isabel Cajiano, consejeras 

legales de la organización Alliance Defending Freedom, quienes en lo principal 

manifiestan: 

 Que la señora Nicola Rothon tomó la decisión de tener un hijo, decisión que 

corresponde al derecho privado, así como la relación que pudiera tener con la señora 
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Bicknell. Sin embargo, el asunto de la tutela de una menor recae en el ámbito público, 

y cuando la pareja conformada por las personas nombradas interponen y alegan 

violaciones a sus derechos constitucionales omiten algunas de las garantías que 

existen a favor de la protección del menor en la Constitución de la República, como 

lo es la expresada en su artículo 68 respecto de que la adopción solo corresponderá a 

parejas de distinto sexo.  

La intención de dicha norma constitucional es privilegiar el bien superior del niño 

sobre el interés individual o deseo de una pareja a tener un hijo, por lo que 

frecuentemente se olvida que el niño o niña no es un objeto o un derecho, sino por el 

contrario, es el centro de la protección del derecho, es decir, a quien se debe el 

derecho. En este caso, la atención primordial al interés superior del niño permite 

enfocar la causa en la persona del niño, reforzando la protección de sus derechos. 

Concluyen que ante la falta de evidencia que existe sobre el impacto que causa 

en el niño la convivencia con parejas de mismo sexo, la Corte no puede poner al niño 

en una situación de riesgo solo por complacer intereses individuales; en ese sentido, 

el principio de precaución llama a la abstención. Y que además, el Estado ecuatoriano 

debe regular lo relacionado a la reproducción asistida, pues hay un mandato de 

adopción solo para parejas heterosexuales pero a través de métodos de reproducción 

asistida, podría darse que una pareja del mismo sexo tenga un hijo y uno de ellos 

desee adoptarlo. 

Argumentos peticionando que se deseche la acción extraordinaria de protección 

1) En calidad de terceros interesados, es decir, de amicus curiae, comparecieron los 

ciudadanos: Alfredo Barragán Medina, Esteban Carrera Duran, Amparo Medina, 

Santiago Jaramillo, Ricardo Quiñonez Montenegro y Jaime Flor Rubianes. 

El escrito consta de foja 46 a 48 del expediente de acción extraordinaria de protección. 

En lo principal, exponen:  

Que la Norma Suprema del Estado determina que los niños, niñas y adolescentes son un 

grupo de atención prioritaria vulnerable, que esos derechos no se equiparan al derecho de 

segundo grado, en los que sustenta la demanda la accionante que “intenta ser la segunda 

madre de la niña". Llama la atención el incumplimiento del artículo 398 del Código Civil, 

respecto del nombramiento de un "curador ad-litem", para que la niña pueda ser representada 



50 
 

en el proceso, cuestión que en este caso no se ha dado, existiendo vasta jurisprudencia 

nacional con relación a que en los juicios en que no se ha nombrado un curador de este tipo, 

las actuaciones son nulas. 

Afirman que son respetuosos de la Norma Fundamental en cuanto a que ella reconoce 

las uniones homosexuales de hecho y así lo respetan; en este sentido, su defensa no es un 

asunto homofóbico ni discriminatorio de ninguna índole. Además argumentan que, la 

Dirección de Registro Civil, está enmarcada en el ordenamiento jurídico, dentro de 

disposiciones expresas contenidas en el Código de Niñez y Adolescencia, y la Ley de 

Registro Civil, por lo que el servidor no puede irse sobre la ley realizando una interpretación 

extensiva. Que, si el defensor del pueblo considera que hay un vacío en la legislación acerca 

de la doble maternidad, no debió haber presentado una acción extraordinaria de protección, 

siendo que solo la Corte Constitucional es la facultada de interpretar la Constitución en el 

caso que hubiera alguna norma secundaria que esté en contra de la Norma Suprema.  

Alegan que cuando una persona, mujer u hombre, tienen un hijo y su pareja la ha 

abandonado, puede inscribir en el Registro Civil a su hijo, como manda la ley, con los 

apellidos del progenitor o la progenitora, de acuerdo al artículo 36 de la Ley de Registro 

Civil. Que, en este caso, Nicola Rothon es la madre biológica y tiene el derecho de inscribir 

a su hija con sus apellidos, pues así lo manda la ley; por tanto, no hay vacío legal, no hay 

discriminación porque así lo prevé la ley en esa situación; "no será la primera ni la última 

vez que una madre soltera, inscriba a su hija dentro de la República del Ecuador”. 

También se refieren a que si bien la Constitución en su artículo 68 establece que no puede 

haber adopción entre parejas homosexuales, del mismo género; entonces, si la adopción es 

la institución jurídica que concede hijos jurídicos a los padres, y padres a los hijos, ¿de dónde 

sale la tercera opción para que una familia homosexual inscriba como hijo a una niña o niño? 

Por lo que concluyen diciendo que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional y la Convención Internacional de los Derechos del Niño, ordenan que todo 

niño tiene derecho a conocer quién es su padre y su madre, lo que se pretende con aquello 

es precautelar los derechos de la niña, el derecho a saber quién es su padre biológico, cuando 

crezca. 

2) La doctora Nereida Hurí Catalina Brumal Decker, presidenta de la Asociación 

civil con mirada de mujer, presenta un amicus curiae manifestando lo siguiente: 
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Escribe de foja 336 a339 del expediente de la acción extraordinaria de protección, que 

tomando en cuenta “la insólita petición”, en conocimiento que la Constitución de la 

República otorga prioridad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y considerando 

que existen dos sentencias de instancia, pareciera que en el presente caso más que la 

protección de los intereses de la menor, lo que se busca es la satisfacción personal de las 

mayores, presuntas afectadas, que una acogida favorable a tal solicitud sería, a más de 

anticonstitucional, notablemente injusta en relación con la niña.  

Se cuestiona si en este caso el debate se refiere a los mejores derechos de la menor, o se 

trata de un artilugio de las actoras para obtener de ésta forma un derecho que no asiste a la 

pareja de personas del mismo sexo. En este orden de ideas, señala que la pareja no puede 

adoptar al estar prohibido, por lo que no invocan aquella figura pues saben que no les asiste, 

sino que pretenden dar una salida no prevista, ni siquiera por antecedentes jurisprudenciales.  

Afirma que la inscripción de la niña como hija de ambas madres es un acontecimiento 

imposible porque una pareja del mismo sexo, por mucho que se esfuerce no podrá procrear, 

este privilegio le corresponde exclusivamente a la unión que se produce entre varón y mujer, 

así lo ha dispuesto la Naturaleza. Además señala que ello no puede ser modificado por norma 

alguna, y menos por la pretensión de goce personal de dos personas que no han tenido la 

capacidad de acoplarse con un opuesto, es decir un varón pues caso contrario caeríamos en 

el absurdo de tener que accionar contra la Madre Naturaleza. 

En su criterio, la concepción de la niña mediante inseminación artificial no puede 

perjudicar su derecho natural, es decir, gozar de un hogar donde pueda encontrar el calor 

materno y la fortaleza, y a la vez ternura de un padre, del que se privaría a Satya Amani.  

También menciona que las accionantes no invocan derechos sino sentimientos 

pretendiendo que, en base a ellos, se genere un derecho que les sea propicio a sus intereses 

y goces, sin reparar en la primacía de los de Satya. Finaliza su intervención comentando que 

"con sabiduría" el legislador ecuatoriano reservó expresamente la adopción a personas de 

sexo distinto y, que, en este caso, aquello no significaría condenar a Satya a la orfandad, 

pues la mujer que la concibió es su madre y es quien debe anotarla en los registros civiles 

pertinentes como su hija. 
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3.2.4 Sentencia 

  

Los jueces de la Corte Constitucional del Ecuador, dan paso a la acción extraordinaria 

de protección declarando, por lo tanto, que existió vulneración de los derechos 

constitucionales a la tutela judicial efectiva; al debido proceso en la garantía de motivación, 

a la identidad personal en relación a la obtención de la nacionalidad; a la igualdad y no 

discriminación; a la familia en sus diversos tipos: así como también al principio del interés 

superior de las niñas, niños y adolescentes. 

Como medidas de reparación integral, se dispuso que se deje sin efecto la sentencia 

de la acción de protección dictada en segunda instancia en el año 2012, así como la sentencia 

de primera instancia del 21 de mayo del mismo año. Como medida de investigación,  que se 

determinen responsabilidades por parte del Consejo de la Judicatura a quienes 

administrativamente hayan vulnerado los derechos antes mencionado. Como medida de 

restitución de los derechos vulnerados por la autoridad administrativa, disponer que la 

Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, a través de su 

representante legal, proceda de manera inmediata a la inscripción como ecuatoriana de la 

niña Satya Amani Bicknell Roihon, manteniendo sus nombres, apellidos y reconociendo su 

filiación como hija de Helen Louise Bicknell y de Nicola Susan Rothon, sus madres de 

manera inmediata teniendo como termino 30 días para hacerlo. 

 Como medida de satisfacción de los derechos vulnerados por la autoridad 

administrativa, disponer a la Dirección General del Registro Civil, Identificación y 

Cedulación, a través de su representante legal, que efectúe la publicación de la presente 

sentencia en su portal web, mediante un hipervínculo ubicado en un lugar visible y de fácil 

acceso, en su página principal así como las disculpas públicas respectivas y, como Como 

medida de no repetición, se ordena que la Dirección General del Registro Civil, 

Identificación y Cedulación, a través de su unidad administrativa de talento humano, con la 

asistencia técnica de la Defensoría del Pueblo del Consejo Nacional para la Igualdad una 

jornada de capacitación a escala nacional a sus servidoras y servidores en materia de 

derechos y garantías constitucionales, con especial énfasis en los derechos a la identidad 

personal, a la nacionalidad, a la igualdad y no discriminación, a la protección de la familia 

en sus diversos lipes y al principio de interés superior de niños, niñas y adolescentes (Caso 

Satya, 2018).   
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3.3. Consideraciones respecto a la necesidad de que la ciudadanía participe como 

amicus curiae en procesos de interés particular. 

 

 A raíz de los casos analizados con anterioridad esto es, el Hábeas Corpus en el caso 

CRS-TURI y la Acción Extraordinaria de Protección en el caso Satya, los amicus curiae 

presentados cumplen con un rol importante cuando dan a conocer su punto de vista sobre un 

tema específico, tanto a favor como en contra del asunto que se debatía, lo que hace que se 

ponga sobre la mesa la naturaleza intrínseca que tiene la figura jurídica del amicus curiae 

como herramienta útil en el proceso constitucional, es decir, se logra demostrar el ánimo de 

colaboración que persiguen los amici a favor de la justicia y la diversidad que existe en el 

pensamiento de cada compareciente. 

 En el caso Turi, por ejemplo, los amici curiarum presentados son ricos en 

jurisprudencia, doctrina, y en sí, con el criterio con el que cada persona o grupo que 

comparece en el proceso exponen el ánimo que tienen de otorgarle al juzgador constitucional 

nuevas visiones y perspectivas al momento de decidir si existe o no vulneración de derechos. 

Además, al momento de dictar sentencia, el juzgador cita doctrina y jurisprudencia 

mencionada en los alegatos de los amigos de la corte, inclusive ordena algunas medidas de 

reparación a los derechos vulnerados como las disculpas públicas a las personas privadas de 

libertad respectivamente  y para garantizar la no repetición de dicha vulneración de derechos, 

ordena que se dicten charlas por parte de los miembros de la Policía Nacional sobre Derechos 

Humanos. Estas ideas están contendidas en varios de los amicus curiae presentados en este 

caso. 

 Respecto al caso Satya, existe diversidad de criterios en cada amicus curiae 

presentado. Así, por un lado, están aquellas personas o grupo de personas que tienen una 

postura más progresista de derechos, es decir, una visión que va más allá de lo 

exclusivamente permitido en la norma, una visión más amplia de la realidad que vivimos en 

el Ecuador en cuanto diversidad familiar se refiere, por lo que en dichos amicus solicitan 

expresamente que se dé paso a la Acción Extraordinaria de Protección y se reconozca a Satya 

Amani con los dos apellidos de sus madres. La otra cara de la moneda sin embargo, 

demuestra criterios más apegados a lo que la ley permite, a una relación filial entre un 

hombre y una mujer, aludiendo que en el Ecuador no se debería dar paso a la Acción 

Extraordinaria de Protección por que la niña debe llevar el apellido del padre biológico o en 
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su defecto los apellidos de una de las madres como madre soltera, criterios que no son 

tomados en cuenta por los juzgadores en materia constitucional. 
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4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

CONCLUSIONES    

 

Una vez desarrollado el presente trabajo de investigación se llegaron a las siguientes 

conclusiones: 

La figura jurídica del amicus curiae ha ido evolucionando paulatinamente, desde su 

nacimiento en el Derecho Romano para ir adquiriendo posteriormente divulgación en los 

países donde rige el Common Law, del cual fue tomado por Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, hasta llegar a los países latinoamericanos como Colombia, Perú, Bolivia 

y Ecuador, ordenamientos jurídicos en los que hoy en día ha tenido una práctica activa 

cuando se encuentren comprometidos los derechos con incidencia colectiva, lo que, como se 

ha visto en el presente trabajo, supone un reto para los jueces constitucionales. 

El impacto que ha tenido el amicus curiae en legislaciones extranjeras a comparación 

del Ecuador es mucho más desarrollado debido a que su práctica cronológicamente es más 

antigua pues en el ordenamiento jurídico ecuatoriano se incorpora recién en el año 2008 con 

la vigencia de la Constitución de Montecristi, en donde el Ecuador adopta el modelo de 

estado Constitucional de Derechos y Justicia. Pero no es sino hasta la Ley Orgánica de 

Garantías Constitucionales y Control Constitucional, en el año 2009 que permite a las 

personas o grupos de personas a través de la comparecencia de terceros participar como 

amicus curiae. 

En este contexto se ha tratado de demostrar la importancia de la intervención de los 

amici curiarum como herramienta útil para democratizar la participación ciudadana en los 

procesos constitucionales, principalmente cuando exista una supuesta vulneración de 

derechos o cuando existan casos complejos o simplemente cuando existan procesos de 

interés social. Sobre todo, porque se ha llegado a considerar que es una figura importante en 

el desarrollo de una democracia deliberativa para ampliar el debate judicial mejorando la 

calidad argumentativa en los procesos constitucionales y encontrar soluciones más 

convenientes a los diferentes problemas jurídicos que se presentan. 

Ahora bien, pese a que en el Ecuador falta un largo camino que correr para que exista 

una regulación específica de los amici, determinando límites en su participación con el 

objetivo de no abusar de esta figura y se haga uso de ella cuando sea estrictamente necesario, 
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es importante recordar el avance que ha significado su incorporación en el año 2009 pues 

creería que con su intervención generan mayor confianza en la ciudadanía al momento que 

el juzgador constitucional dicta sentencia. 

Considero, por lo tanto, que si se llegara a una mayor difusión de la figura jurídica 

del amicus curiae se lograría un mayor desarrollo en la democratización de la Justicia más 

que nada para garantizar la participación de aquellos grupos de personas que tienen cierto 

conocimiento o interés de participar en procesos constitucionales cuando consideren que se 

han vulnerado los derechos fundamentales. Finalmente, se debe dejar claro que la 

intervención de sus escritos en ningún momento se consideran de carácter vinculante u 

obligatorio pues queda a discrecionalidad del juzgador tomarlos en cuenta cuando vaya a 

decidir, ya que bien es cierto, con su participación se lograrían obtener sentencias más justas 

y sustentables apegadas a los derechos humanos porque es una figura jurídica que demuestra 

el espíritu humano y altruista de quien comparece con un argumento desinteresado para 

otorgarle al juzgador constitucional una luz al momento de resolver la causa. 

 

RECOMENDACIONES 

 

Se realizan las siguientes recomendaciones: 

A los profesores de la carrera de Derecho de todas las Facultades de Jurisprudencia 

del país para que se imparta dentro de la materia de Derecho Constitucional la importancia 

de la intervención de los amici curiarum en los procesos constitucionales como un 

mecanismo de tutela de derechos, es decir, otorgarles a los estudiantes información referente 

a los derechos, obligaciones y garantías que tenemos como ciudadanos para hacer uso 

efectivo de los mecanismos de participación. 

A la Corte Constitucional del Ecuador, como máximo órgano de control, 

interpretación y administración de justicia constitucional, para que a través de sus sentencias 

difunda los alegatos de amicus curiae y la ciudadanía pueda observar la importancia de su 

participación, con esto se ganaría mayor seguridad jurídica en la Justicia constitucional. 

También, que pueda dictar capacitaciones al público en general sobre los derechos 

fundamentales a través de boletines o novedades judiciales con el fin de que la ciudadanía 

se empape de la materia constitucional y tenga mayor conocimiento de ello. 
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A todas aquellas personas que tengan un criterio técnico y especializado sobre alguna 

materia determinada para que hagan uso de este instrumento procesal cuando conozcan de 

procesos en donde exista vulneración de derechos ya que como ciudadanos es nuestro deber 

ser partícipes activos en la defensa de los derechos fundamentales, ejercicio primordial en 

un Estado de Derechos y Justicia como es el Ecuador. 
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